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PRÓLOGO 

 

Había transcurrido ya la primera mitad del siglo XX para que recién entrara en 

vigencia un concepto que hoy parece elemental pero que, aún así, no se aplica 

del todo: La tierra es de quien la trabaja. 

Con  sus  pututus  y  los  viejos  fusiles  mausers  que  habían  traído  del  Chaco, 

quechuas  y  aymaras  de  Bolivia  consolidaron,  el  2  de  agosto  de  1953,  su  

derecho propietario sobre las tierras de sus antepasados. 

Cincuenta  y  cinco  años  después  el  problema  de  la  tierra  sigue,  como  

puñal, clavado en el centro del debate nacional. Y es que en este tema, como en 

otros, el Estado fue lento como tortuga, mientras, expeditivos,   los amigos de los 

poderosos y los parientes de los gobernantes recibieron centenares de miles de 

hectáreas. 

La Ley INRA, aprobada en 1996, abre el camino para el saneamiento de la tierra 

bajo el concepto de que esta debe cumplir una función económico social. Es decir 

que quien reclama ser propietario de la tierra debe justificar que está haciendo 

un uso de ella. 

Esa ley fue perfeccionada en el gobierno del presidente Evo Morales para agilizar 

los trámites y evitar que los grandes terratenientes sigan recurriendo a 

triquiñuelas para que el saneamiento no se realice. 

Este libro cuenta la historia de cómo se repartió la tierra y entre quiénes desde la 

colonia hasta nuestros días y de las políticas estatales sobre este recurso natural. 

 

 

Son  datos  comprobables,  fríos  y  duros,  pero  que  bien  leídos  muestran  los 

avances  alcanzados  en  cantidad  de  títulos  otorgados  y  hectáreas  saneadas.  



Sin embargo, detrás de las cifras están centenares de trabajadores del INRA en 

todo el país  y  millones  de  campesinos  e  indígenas  que  luchan  hoy  por  una  

Bolivia  sin latifundios improductivos y donde todo el que quiera una parcela para 

trabajar tenga derecho a ella. 
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TÍTULO PRIMERO 
DESARROLLO DE LA MONOGRAFÍA JURÍDICA 

 
CAPÍTULO  I 

EVALUACIÓN Y BALANCE DE LA CUESTIÓN 
 
 

1.- MARCO  INSTITUCIONAL. 

De acuerdo al Art. 66 y 71 del Reglamento del Régimen Estudiantil de la 

Universidad Boliviana concordante con el Reglamento de la Modalidad de 

Graduación - Trabajo Dirigido de la Carrera de Derecho, se ha cumplido con todo 

los requisitos como consta en el file personal, a este efecto se ha procedido a 

registrar de conformidad con la Convocatoria del Gobierno Municipal de La Paz,– 

Universidad Mayor de San Andrés (Carrera de Derecho), en la Dirección de 

Carrera y Previa solicitud , el Señor Director Dr. Juan Ramos Mamani, mediante 

Resolución del Honorable Concejo de Carrera, aprueba la solicitud, como 

consecuencia el Instituto de Reforma Agraria de  La Paz, de acuerdo a convenio 

de Cooperación Interinstitucional, nombro tutor Institucional al Dr. Aiko Coraly 

Pinto Noda.  

En cuanto al tema de acuerdo a Convenio Interinstitucional, donde 

establece que se pueden plantear a los pasantes de la modalidad de Trabajo 

Dirigido, temas tentativos con inquietudes que tiene el Instituto de Reforma 

Agraria, para la elaboración de sus monografías de acuerdo a la afinidad de la 

materia. 

Se asigno de acuerdo a convenio el Memorandum de designación con el 

Tema “LA IMPLEMENTACIÓN DE POLÍTICAS DE ASENTAMIENTOS 

RURALES, A FAMILIAR COLECTIVAS COMO UNA FINALIDAD DE 

DESARROLLO PRODUCTIVO”, finalizada la entrevista se solicito la inmediata 

incorporación a la Institución, recomendando la labor que se desempeñara en 

esta institución que reencuentra en cambios fundamentales en la estructura del 



sistema judicial, conforme a la Nueva Constitución Política del Estado 

Plurinacional. 

1.1.- ELECCIÓN DEL TEMA Y FUNDAMENTO 

El investigador plantea la implementación de políticas de 

asentamientos rurales,  con el fin de establecer nuevos mecanismos de 

desarrollo alternativo, garantizando la sostenibilidad y desarrollo de los 

pueblos indígenas originarios, que son los dueños ancestrales de estas 

tierras.  

 Evidenciamos  que nuestro territorio cuenta con una amplia 

extensión de territorial que no se encuentra ocupada, por lo tanto no se 

esta sintiendo soberanía en la misma debido a solo esta ocupada un tercio 

del territorio nacional, por lo cual planteamos la necesidad de la 

redistribución de tierras a pueblos indígenas originarios.  

Es imprescindible que el Gobierno Nacional realice las gestiones 

necesarias de dotación de tierras fiscales, que no cuentan con dueños 

para planear políticas de asentamientos a comunidades, que se 

encuentran pugnando por espacios territoriales, donde además se en 

estrecha coordinación con el Instituto de Reforma Agraria, saneando estos 

espacios físicos, con el fin de que todos dentro de nuestro estado vivan en 

armonía, paz, sin discriminación, como ideal de la Constitución política del 

Estado Plurinacional. 

Uno de los aspectos resaltantes de la nueva Constitución Política 

del Estado promulgada el 7 de febrero de 2009 tras haber obtenido  el 

61.43% de aprobación de la población en el referendo constitucional 

ratificatorio del 25 de Enero de 2009 fecha en que fue aprobada; es sin 

duda alguna que rescata  una relación integral e intima de vida entre el 

hombre como ser (cuerpo y alma) y la Tierra no solo como el lugar físico 

donde habitamos sino como el complemento indisoluble y eterno con el 



ser humano, dándole al término Tierra de manera riquísima una 

conceptualización cabal de lo que expresa en todas sus dimensiones esta 

palabra.  

Dentro de todo este complejo de cambios concatenados, podemos 

ponderar el capitulo noveno “Tierra y Territorio” cuyos doce artículos 

enmallan este tema tan sensible respecto a los límites en los derechos y 

las obligaciones de las que podríamos mencionar brevemente: 

Por lo que proponemos un anteproyecto de Ley enmarcado en 

actual  CPEP. el cual recobrando  la esencia de los artículos 395 que 

previene la tierra para los hombres que son primero originarios, después 

los que viven en el lugar ; esto quiere decir darle a quien siempre fue 

dueño, otorgar tierras de pequeña extensión (pequeña propiedad) que 

están siendo recobradas para personas que quieran ir a sembrar 

productos tan escasos como son el arroz, la caña de azúcar, trigo y 

algunos otros alimentos de acuerdo al concepto “uso mayor y sostenido 

de la tierra”. 

1.2.- DELIMITACIÓN DEL TEMA. 

      1.2.1. Delimitación Temática. El articulo 396 de la CPE. Establece 

el marco jurídico para  el acceso de tierras fiscales a indígena originario 

campesinos, comunidades interculturales originarias, afro bolivianos y 

comunidades campesinas que no la posean o que la posean 

insuficientemente, de acuerdo a una política estatal que atienda a las 

realidades ecológicas y geográficas  así como a las necesidades 

poblacionales, sociales, culturales y económicas. La dotación se 

realizara de acuerdo con las políticas de desarrollo rural sustentable y la 



titularidad de las mujeres al acceso distribución y redistribución de la tierra, 

sin discriminación por estado civil o unión conyugal.1 

  

Al describir indígena, originario, alude a un tipo de personas que 

habitan lo que hoy es conocido como el Estado Plurinacional de Bolivia 

que observando su pasado se intuye que sus antepasados  han debido 

vivir por tiempos que se conoce en la historia como antes de la 

colonización del imperio español 

La palabra campesino alude a personas que habitan en el campo sin 

ningún otro tipo de requisito aunque en nuestra vivencia, parece que nos 

referimos al mismo tipo de gente llamado indígena u originario. 

Recogiendo la intención del legislador en este artículo, lo que quiere dejar 

claro es que para que  la persona acceda a la tierra mediante dotación: 1. 

claramente se pueda discernir como originario (sus costumbres, su 

cultura)  2. una vivencia en común de acuerdo a su región donde se 

asientan, y 3. una necesidad (poblacional, social, cultural o económica). 

Ahora El articulo 402 inc. 1 de este cuerpo supremo señala la obligación 

del Estado de fomentar planes de asentamientos humanos para alcanzar 

una racional distribución demográfica y un mejor aprovechamiento de la 

tierra y los recursos naturales, otorgando a los nuevos asentados 

facilidades de acceso a la educación, salud, seguridad alimentaría y 

producción , etc. 

                                                 
1 GACETA OFICIAL DE BOLIVIA; Nueva Constitución Política del Estado 

Plurinacional    



Haciendo el mismo ejercicio anterior existe  una obligación que el 

Estado se impone de 1. Fomentar una  racional y mejor distribución y 

aprovechamiento de la tierra 2. 2 

Accesoriamente otorgar facilidades (educación, salud, seguridad) para 

cumplir este cometido.  

 

1.2.2.- Delimitación Espacial. La investigación se realizará en 

aquellas instituciones de acogimiento dependiente del Estado, así 

como el estudio de la intervención judicial y administrativa respecto 

a la redistribución de tierras en Bolivia, con el ámbito de estudio  

entre las gestiones 2009-2010. 

1.2.3.- Delimitación Temporal Diciembre  del 2010 a Abril de 2011 

1.3.- PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA DE LA MONOGRAFÍA. 

➢ ¿Por qué existe la necesidad de implementar políticas de 

asentamientos rurales, a familiar colectivas como una finalidad 

de desarrollo productivo?  

1.4.- DEFINICIÓN DE LOS OBJETIVOS. 

 1.4.1.- OBJETIVO GENERAL. 

➢ Proponer un proyecto de ley que otorgue implementar políticas 

de asentamientos rurales, a familiar colectivas como una 

finalidad de desarrollo productivo.   

1.4.2.-OBJETIVO ESPECÍFICO. 

                                                 
2 GACETA OFICIAL DE BOLIVIA; Nueva Constitución Política del Estado 



 Analizar un estudio social respecto a los grupos con los 

cuales será enfocado esta política de incentivo a la 

producción agraria. 

 Identificar y  clasificar las tierras fiscales y/o recuperadas 

por el Estado que reúnan los requisitos establecidos por 

ley como ser: aptitud del suelo,  capacidad de uso mayor 

de la tierra.. 

 Proponer una ley de implementación de políticas de 

asentamientos rurales, a familiar colectivas como una 

finalidad de desarrollo productivo  

1.5.- ESTRATÉGIA METODOLÓGICA Y TÉCNICAS DE INVESTIGACIÓN 

MONOGRÁFICA. 

Por  ser un proyecto nuevo, nos basaremos en los métodos siguientes:  

En la investigación metodologica- práctica se toma en cuenta los puntos de vista 

de los distintos factores cualificables y cuantificables para la obtención de 

información relacionadas con el trabajo de campo, desarrollada específicamente 

en ramas propias de este tipo de investigación de las cuales rescatamos:   

a) La observación directa 

b) La observación indirecta 

c) La entrevista 

d) El testimonio 

e) La estadística. 

Como también para este proyecto se utilizaran los siguientes métodos aplicables 

a la solución del problema planteado.  

a) Jurídico.- Suma de procedimientos lógicos de  investigaciones y 

causas los fines del Derecho. Que a su vez utiliza distintos tipos de 



métodos de acuerdo a la variedad de relaciones e hipótesis que se 

plantean, por ser el derecho una ciencia eminentemente práctica.3 

b) Método Inductivo.- Es el que parte de los aspectos particulares del 

problema inicialmente, hasta llegar a los aspectos generales del 

problema4. 

c) Método Dialéctico.- Que considera el problema jurídico materia de la 

tesis en el contexto de las relaciones sociales y económicas 

describiendo y evaluando sus contradicciones y conflicto5.  

d) Método Analítico – Comparativo.- Por otra parte, en la investigación 

se utilizará el método analítico-comparativo, tomando en cuenta que 

en el presente trabajo de investigación se manejará la comparación 

de la legislación nacional con la legislación extranjera, para obtener 

un respaldo en el tema.6 

2.- MARCO TEÓRICO. 

2.1.- POSITIVISMO JURÍDICO. Al ser necesario lo escrito como fuente 

para elaborar un Proyecto semejante y acorde a la realidad.7 

Es necesario el derecho Comparado como fuente de información, para 

elaborar proyectos que mejoren la realidad de la problemática planteada. 

Porque además el derecho escrito, y como tal se convierte en un 

instrumento de la civilización, para mejorar el orden social y económico por 

medio de un esfuerzo conciente y deliberado  

2.2.- SUMAJ CAMAÑA (El vivir bien) 

Pensamiento filosófico gnoseológico jusnaturalista aymara el cual concibe 

al hombre  como un  ser integro (cuerpo y espíritu y/o alma), en completa  

                                                 
3 WITKER; Jorge; Ob, Cit; Pág. 33. 
4 Ídem. 
5 WITKER; Jorge; Ob. Pág., 33 
6 Ídem. 
7 Dr. TRIGOSO Apuntes de Filosofía del Derecho 2007 



intimidad y dependencia con el medio que le rodea. Y de donde emana las 

relaciones de convivencia entre hombres (El derecho) ya de  forma 

elevada y armónica, poniendo por encima de un  derecho escrito (y 

muchas veces perdiendo contacto) estas fuerzas intrínsecas y subjetivas  

difíciles de comprobar pero sumamente practicas8. 

 

2.3.- ESCUELA  DEL DERECHO HISTÓRICO.- En el sentido que  la 

filosofía del derecho tiene un ámbito propio de problemas que es del todo 

irreducible a la consideración histórica9.  

3.-MARCO HISTÓRICO. 

3.1.- Antecedentes Históricos Generales.  

 

El proceso  de saneamiento y la titulación , puntales del proceso 

agrario, han estado sujetos a intereses económicos y políticos evidentes 

que, por lo general,, beneficiaron a muy pocos y debilitaron  la 

institucionalidad dispuesta para ello, en desmedro de las mayorías 

nacionales. 

 

El proceso agrario en Bolivia se caracteriza por el desarrollo de dos 

etapas principales, cada una con propias características: la primera, 

signada por la Reforma Agraria, iniciada en 1953 y que culmina 39 años 

mas tarde en 1992 con la intervención al Servicio Nacional de Reforma 

Agraria, La segunda, que transcurre desde la promulgación de la Ley 1715 

del 18 de octubre de 1996, hasta el 28 de noviembre de 2006, cuando se 

                                                 
8 Canciller del Estado Plurinacional de Bolivia David Choquehuanca En fecha  21 de 

Abril de 2010 en el                                               Banco Central de Bolivia en referencia 

a la Nueva Constitución Política del Estado 
9  Escuela histórica desplegada por Savigni y Eichorn y comentada por Luis Legaz y 

Lacambra  en su libro Filosofía del Derecho Pág. 108 



promulga la ley 3545 de Reconducción Comunitaria de la Reforma Agraria, 

destinada por la historia y la viabilidad el país, a definir el proceso agrario. 

 

En 53 años de política agraria, la Reforma del 53 y la ley INRA de 

1996 no se constituyeron en instrumentos que hayan resuelto los 

problemas relativos a la inequitativa distribución de la tierra y la 

inseguridad jurídica.10 

 

A partir de entonces tomadas en cuenta las lecciones aprendidas, 

se inicia una nueva etapa; las cifras así lo demuestran, fundamentalmente, 

por haber alcanzado en términos de resultados a diciembre del 2007, altos 

niveles de eficiencia y transparencia en la gestión institucional, pertinencia 

social y cultural en los procesos, consecuencia en la voluntad política y un 

profundo respeto por el ejercicio pleno de los Derechos humanos y de los 

pueblos indígenas. 

 

Ha sido una larga lucha, pero transcurrida la primera mitad del siglo 

XX entro a la práctica un concepto que hoy parece elemental pero que, 

aun así, no se aplica del todo: la tierra es de quien la trabaja. Con sus 

pututus y los viejos fusiles mausers que habían traído del Chaco, 

quechuas y aymaras de Bolivia consolidaron el 2 de agosto de l953, su 

derecho propietario sobre las tierras de sus antepasados. El proceso fue 

apoyado por la clase media que había asistido a la guerra y combatido 

codo a codo con los indígenas. 

 

En la actualidad el problema de la tierra esta al centro del debate 

nacional, problema que se viene tratando  debido a la voluntad política de 

                                                 
10 FERNÁNDEZ, RAÚL.“La agenda global y la gestión local del habitat” en 

Desarrollo local en áreas metropolitanas, en http://www.urbared.ungs.edu.ar2002 

 



esta gestión gubernamental, contribuyendo a la distribución  de la tierra, 

de acuerdo a la nueva ley. 

 

3.2 El Problema de la propiedad agraria y la tenencia de la tierra. 

 

El problema de la propiedad y la tenencia de tierras ha sido una 

constante en la historia de Bolivia. Tanto así que la compleja estructura 

social boliviana y la del propio poder político y económico en el país 

dependen en gran medida del tratamiento que se le otorgue.11 

A continuación, veremos que es lo que se dispuso al respecto en 

algunos de los momentos más sensibles de esta historia. 

4.- MARCO ESTADÍSTICO. 

Del universo que tomamos en cuenta que son los Tribunales de justicia, como en 

el mismo Ministerio de Justicia, tomando en cuenta muestreo de la Ciudad del 

Alto, como la Ciudad de La Paz, y se extrae una muestra que equivale al 50% de 

la población que trabaja en estas instituciones, de los cuales equivale a una tasa 

muestral de 70 personas encuestadas. 

5.-MARCO CONCEPTUAL.  

• TIERRA.- Planeta perteneciente al sistema solar y habitado por el hombre 

Sinón. //Terreno dedicado a cultivo: comprar muchas tierras (Sinón.V. 

Predio). // Patria: salir de su tierra (Sinón. V. Patria)12   

• TERRITORIO.-  (lat.Territorium). Extensión de tierra perteneciente a una 

nacion, comunidad, etc. Termino de una jurisdicción (Sinòn V. Nacion.)  

• PREDIO.- Finca, bien inmueble. 

• PROINDIVISO.- Estado de la propiedad de una cosa, cuando pertenece a 

varias personas en común sin división entre los mismos. 

                                                 
11 Ídem 
12 Diccionario Jurídico Omeba Interactivo, Tomo No, Edit. 



• POSESION.- Quien ignora que en su titulo o modo de adquirir exista vicio 

que lo invalida.13 

• AFECTAR.- Sujetar un bien al cumplimientos de una o obligación. 

• ANULAR.- Dar por nulo o dejar sin fuerza una disposición o un contrato, 

etc. 

• PRUEBA.- demostración o justificación de la existencia real de los hechos 

alegados.14 

• PATRIMONIO.- Conjunto de bienes pertenecientes a una persona natural 

o jurídica o afectos a un fin susceptible de estimación económica. 

• INTEGRAL.- Del lat. integer, entero // fil. Dícese de las partes que entran 

en la composición de un todo. 

• EXPOLIACION.-  f. Acción y efecto de expoliar  

• EXPOLIAR.- v. t. Despojar con violencia o con iniquidad  (Sinón. V.  

desposeer y usurpar)15.   

6.- MARCO JURIDÍCO POSITIVO VIGENTE Y APLICABLE.-    

a) NUEVA COSTITUCION POLITICA DEL ESTADO 

El capitulo noveno “Tierra y Territorio” del Titulo II  artículos: Art. 393 

garantía del Estado a la propiedad de la Tierra.; Art. 394, la clasificación 

de la Tierra;  Art. 395 la forma de dotación de la tierra y sus limites; Art. 

396, el Estado se atribuye el mercado de Tierras y sus limites. Art. 397 

Establece las funciones que debe cumplir la Tierra y lo que se entiende 

por estas funciones.; Art. 401, establece limite mínimo posible de fracción 

de la Tierra; Art. 402 respecto a la obligación del Estado a establecer 

políticas de asentamientos. Art. 406 Inc.II acerca del incentivo por parte 

del Estado al fortalecimiento del desarrollo productivo social. 16 

                                                 
13 Diccionario Jurídico; Cabanelas. 2010.   
14 Ídem,Diccionario Jurídico Omeba Interactivo 
15 Diccionario Jurídico; Cabanelas. 2010.   
16 GACETA OFICIAL DE BOLIVIA; Constitución Política Del Estado  



• LEY DEL SERVICIO NACIONAL DE REFORMA AGRARIA (Ley 

INRA 1715 del 18 de Octubre de 1996) modificado por la  LEY DE 

RECONDUCCION COMUNITARIA DE LA REFORMA AGRARIA. 

LEY 354517 

• REGLAMENTO A LA LEY INRA.- Decreto Supremo No. 25763 del 

5 de mayo de 2000 modificado por el D.S. 25848 de 18 de Julio de 

2000 (Convenio de Montero). 

. 

TÍTULO II 

DESARROLLO DE LA MONOGRAFÍA 

CAPÍTULO II 

ANALISÍS SOCIAL RESPECTO A LOS GRUPOS CON LOS CUALES SERÁ 

ENFOCADO ESTA POLÍTICA DE INCENTIVO A LA PRODUCCIÓN 

AGRARIA. 

Por el carácter economíco social del tema de investigación de la presente 

monografía, es necasario enfocar lo que es la propiedad y del derecho 

propietario, para luego antrarnos en el tema de investigación a profundidad.   

 

1.- INTRODUCCIÓN A LOS DERECHO REALES 

  Los Derechos Reales según Messineo, se refiere a los intereses de 

naturaleza económica y por ende a los medios que sirven para satisfacerlos. Por 

tanto se considera que son el núcleo de los Derechos Patrimoniales, ya que se 

                                                 
17 GACETA OFICIAL DE BOLIVIA, Ley INRA 1715 del 18 de Octubre de 1996 



destaca la normativa que relaciona a las personas respecto de las cosas; por eso 

es llamado Derecho sobre las cosas.                    

             El Diccionario de las Ciencias Jurídicas, Políticas de Manuel Ossorio 

admite que los”Derechos Reales”, son también conocidos como “Derechos 

Personales, atribuyéndoles el nombre de “Erga Omnes”, y son considerados 

como la facultad sobre una cosa o bien determinado, oponible contra todos de 

manera absoluta, es decir que el sujeto puede ejercer derechos directamente 

sobre las cosas o bienes que estén a su cargo. 

     Asimismo la Enciclopedia OMEBA  se refiere a los Derechos Reales 

como “la relación directa que se crea entre las persona y la cosa”, también afirma 

que los derechos son por excelencia. 

•  Absolutos. 

• Inviolables. 

• Universales. 

  Por los tanto, se dice que los “Derechos Reales” constituyen el nucleo 

fundamental de los derechos patrimoniales y que poseen dos elementos 

constitutivos: 

• Sujeto: Tiene y ejercita facultades sobre la cosa. 

• Objeto: Debe prestar cierto servicio y satisfacer ciertas 

necesidades. 

 2.1. TEORIAS SOBRE LOS DERECHOS REALES 

  Para entender con mayor claridad las anteriores opiniones, se 

consideran d os teorías que sostiene la concepción de los Derechos 

Reales. 

1º Teoría Clasista: planteada por grandes pensadores como Aubry, Rau 

y Mazeud, quienes sostienen una visión dualista, ya que la relación que 



existe en los “Derechos Reales” solo alberga dos elementos, es decir la 

relación entre la persona (que actúa como sujeto activo) y el objeto. 

2º Teoría Tripartita: Messineo emite los principales planteamientos 

respecto, pues dice que el Derecho Real, contrapuesto al Derecho 

Personal y Patrimonial da lugar a una relación entre el titular (conocido 

como sujeto activo), los otros sujetos (llamados sujetos pasivos) sobre un 

objeto determinado, lo que hace notar el nacimiento de una relación 

jurídica claramente definida. 
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2.1.1. CARACTERES DEL DERECHO REAL.                                                                   

 Los Derechos Reales presentan ciertos caracteres fundamentales, según 

Messineo son: 

✓ La inherencia del poder del titular a la cosa que es el objeto del mismo. 

✓ Un poder con carácter de inmediación, en virtud del cual no es 

necesaria la cooperación de otro sujeto para el ejercicio de tal poder. 

Por su parte José Maria Pino plantea los cuatro caracteres de los Derechos 

Reales: 

✓ Es un derecho absoluto porque no solo confiere al titular la máxima 

eficacia por el mismo, independientemente de la relación jurídica que 

podría vincularlo otro sujeto, sino que este derecho también se rige a 

la universidad de los sujetos no titulares. 

✓ Es un derecho que genera siempre acciones reales sobre la cosa y 

a favor del titular. 

✓ Es un derecho inmediato la suma de poderes que se ejercen en una 

potestad directa, inmediata y realizable con prescindencia de cualquier 

otra persona ajena. 

✓ Es un derecho que presenta dos facultades, el de persecución y el 

de preferencia. 

• El derecho de prosecución es la prerrogativa que autoriza al 

titular el derecho real a seguir la cosa que le pertenece o que este 

gravada en su derecho. por otra parte , Ripert menciona que este 

derecho: “Da al titular el derecho de recuperar la cosa de manos de 

un poseedor que se hubiese apoderado de ella sin título o con titulo 

sin valor” 



• El derecho de preferencia permite al titular el derecho real excluir 

a todos aquellos sujetos que no tengan ma suqe un derecho de 

crédito. En tanto que estos derechos consisten en que el titular del 

derecho real no debe tener el concurso de los acreedores cuando 

surge en la atribución de la cosa. 

 2.1.2. Clasificación de los Derechos Reales. 

Las situaciones jurídico-reales, que interesan al sujeto en sus relaciones   

directas con los bienes, constituyen el núcleo del derecho privado, el cual se 

establece directa o indirectamente sobre el derecho de propiedad.   

La propiedad constituye el derecho real  por excelencia, es un derecho 

pleno, potencialmente ilimitado y exclusivo. A su lado se encuentra otros 

derecho reales, de naturaleza limitada respecto a la propiedad, a su vez 

limitan. En consecuencia, tenemos: A) la propiedad y, B) los derechos reales 

sobre cosas cuya propiedad pertenecen a otra persona(los iura re aliena)20. 

Los derechos reales in re aliena se clasifican según se función económica 

en a) derechos de disfrute y, B) derechos reales de realización de valor. 

Corresponden, respectivamente, en la clasificación tradicional a los derechos 

reales principalmente o de primer grado y a los derechos reales accesorios o 

de segundo grado21.   

a) Los derechos reales de disfrute. Son los que permiten a su titular la 

utilización total o parcial de un bien ajeno, así como en algunos casos 

la apropiación de los frutos productivos pro dicho bien. El código 

reconoce como derechos reales de disfrute, a las siguientes figuras 

jurídicas: 

                                                 
20 ROMERO Sandoval Raúl; Derechos Reales; Segunda Edición; Editorial Los Amigos 

del Libro; La Paz Bolivia 1991; Pág.12   
21 ROMERO Sandoval Raúl; Derechos Reales; Segunda Edición; Editorial Los Amigos 

del Libro; La Paz Bolivia 1991; Pág. 12. 



• Derecho real de usufructo. Es el derecho que se concede a una 

persona para usar y disfrutar los bienes ajenos con la obligación 

de conservar su forma y sustancia y restituirlos a su conclusión, 

excepto en el cuasiusufructo en que se restituye cosas 

semejantes. 

• Los derechos reales de uso y habitación, Son los derecho de 

disfrute de contenido menor. El derecho de uso faculta a su titular 

para utilizar una cosa ajena y percibir de ella los frutos que 

produzca, pero sólo en la medida necesaria para cubrir las 

necesidades del usuario y de su familia 

• El derecho de habitación  Otorga a su titular la facultad de 

ocupar en una casa ajena las piezas necesarias para sí y su 

familia. 

• El derecho real de servidumbre. Puede definirse, como 

una carga impuesta a un inmueble (predio sirviente) en 

beneficio de un fundo vecino (predio dominante), y que 

pertenece a un propietario distinto.  

• El derecho real a constituir. Es un iura in re aliena, 

otorgado a una persona para edificar en suelo ajeno, 

onerosa o gratuitamente, adquiriendo así dicha persona la 

propiedad de la construcción.    

b) Los derechos reales de realización de valor. Son los derechos 

reales que otorgan a su titular la facultada de determinar la 

enajenación de una cosa para obtener el valor de la misma. Son 

derechos de garantías porque mediante ellos se asegura el 

cumplimiento  de una obligación, de la que es acreedor el titular del 

derecho real. Entre los derechos reales de realización de valor con 

función de garantía citamos en nuestro derecho positivo la hipoteca 

y la pignoración, está con sus dos modalidades; prenda (la de 

bienes muebles) y anticresis (la de la inmuebles). 



▪ La pignoración, está definida como el contrato en virtud del 

cual se da en calidad e prestación a cambio de una 

renumeración económica”, La pignoración se clasifica en 

prenda y anticresis. 

▪ Por el contrato de anticresis, el acreedor adquiera el derecho 

de percibir los frutos de un inmueble de su deudor, 

aplicándolos al pago de los intereses, si se debieran, y 

después al capital de su crédito, pudiendo las partes 

convertir en la compensación de los frutos con los intereses. 

El código civil vigente en nuestro país contiene una clasificación más exacta: 

2.1.3. Derechos Reales de disfrute y goce. 

➢ Usufructo, derecho que se concede a una persona para usar y disfrutar 

los bienes ajenos con la obligación de conservar su forma y sustancia. 

➢ Según el Código Civil vigente, en su artículo 250, el Uso es la facultad 

que se otorga a su titular para utilizar una cosa ajena y percibir de ella 

los frutos que produzca, en la medida necesaria para sí y su familia. 

➢ Por otro lado, el artículo 251 prevé, que la Habitación otorga al titular 

la facultad de ocupar en una casa ajena las piezas necesarias para sí 

y su familia. 

➢ En tanto que la Servidumbre es la carga impuesta a un inmueble 

(predio sirviente) en beneficio de un fundo vecino (predio dominante) y 

que pertenece a propietario distinto. 

➢ Por su parte el Derecho a construir, también conocido como el “Iura in 

re aliena” es el derecho real sobre cosas ajenas y otorgado a una 

persona para edificar en suelo ajeno, a titulo oneroso o gratuitamente, 

adquiriendo así la propiedad de la construcción. 

 

 



2.1.4. Derechos Reales de Garantía, entre los cuales se aprecia: 

 La “Hipoteca”, según Ossorio, es un derecho real de garantía, 

que recae sobre bienes muebles o inmuebles sujetos a registro. 

 En tanto que la Pignoración es el contrato en virtud del cual, el 

deudor u otra persona por él, entrega un buen mueble o 

inmueble para garantizar el cumplimiento de una obligación, 

formando parte de esta la prenda y anticresis. 

 La prenda, según lo anunciado en el artículo 1401 del Código 

Civil vigente, es el derecho real de garantía mobiliaria que exige 

el desplazamiento posesorio. 

 Según el artículo 1429 del Código Civil vigente, la anticresis, es 

el derecho de percibir los frutos del inmueble, imputándolos 

primero a los intereses si son debidos y después del capital. 

2.2. EVOLUCIÓN DEL DERECHO DE LA PROPIEDAD.  

Dentro de los derecho subjetivos nuestra legislación positiva reconoce uno 

fundamental; el derecho de propiedad. Tal su importancia que el codificador 

prefiere titular el Libro Segundo; “De los bienes, propiedad y de los derechos 

reales sobre cosa ajena” (Art. 74 al 290). Su importancia va más allá del campo 

estrictamente jurídico para repercutir intensamente en los ámbitos históricos, 

filosóficos, económicos, políticos y aún religiosos22.  

Es preciso realizar una breve referencia a los precedentes históricos y a 

las diversas concepciones teóricas que ocasionan controversia política en esta 

materia cuya polémica es el concepto y extensión del derecho de propiedad 

individualmente frente al de la propiedad colectiva; para el cristianismo, la 

economía se halla al servicio de la persona, la economía es un medio al servicio 

                                                 
22 ROMERO Sandoval Raúl; Derechos Reales; Segunda Edición; Editorial Los Amigos 

del Libro; La Paz Bolivia 1991; Pág. 70-17 



del individuo; para el socialismos marxista, la persona se halla al servicio de la 

economía, ésta es un fin.     

 2.2.1.  Caracteres del derecho de propiedad.  

Entre los derechos reales, la propiedad es el más completo: el 

propietario puede hacerlo todo con la salvedad de aquello que le está 

prohibido, en tanto que el titular de cualquier otro derecho real sólo puede 

llevar a efecto lo que la haya sido concretamente permitido, por ejemplo, 

el usufructo; Puede extraer de la cosa que es objeto de su derecho toda la 

utilidad económica que contiene, puede, en fin, realizar actos materiales 

de disfrute y consumo, actos jurídicos negociables, actos de disposición y 

actos de administración; todo este imprime en el derecho de propiedad un 

carácter de absolutismo. Actos de disfrute y consumo, por ejemplo, 

tratándose de un inmueble puede no sólo percibir los frutos, sino también 

hacer ejecutar la instalación de un moderno sistema de calefacción; actos 

jurídicos negociables, trasmitir la totalidad de su derecho enajenando la 

cosa por un acto traslativo de propiedad; actos de disposición, gravando 

la cosa objeto de propiedad con un derecho real de realización de 

valor(hipoteca de un automóvil) y actos de administración, el cobro de 

sumas de dinero por concepto de un contrato de arrendamiento y su 

posterior inversión en acciones de la Bolsa de Valores  

a) La exclusividad del derecho de propiedad se manifiesta en el 

entendido de que sólo el propietario se beneficia con la totalidad de 

las prerrogativas inherentes a aquél Sería ilógico pensar que un 

derecho de propiedad pertenezca en su totalidad a dos titulares. 

Suele ocurrir que dos o varias personas tengan sobre la cosa 

derechos diferentes. Así sucede cuando la cosa está sometida a un 

derecho real de usufructo, pero esta situación implica un 

desmembramiento de la propiedad. Suele ocurrir también que dos o 



varias personas sobre la cosa derechos de la misma naturaleza, pero 

concurrentes.  

b) La Perpetuidad del derecho de propiedad debe entenderse en 

sentido jurídico ya que significa la tenencia que el derecho muestra a 

perdurar en tanto subsista su objeto. Por lo menos, así ocurre en la 

inmensa mayoría de los casos, sin embargo, se produce una 

excepción; el derecho temporal de superficie.    

2.2.2. Función económica social del derecho de propiedad. 

 Para MESSINEO desde el punto de vista económico social la propiedad 

es la estabilización o consolidación de la posesión exclusiva o consolidación 

de la posesión exclusiva de los bienes, es el poder de hecho trasformado en  

poder de derecho; es lo que considerando en relación al fenómenos de la 

producción de la riqueza, los economistas denominan capital en 

contraposición al trabajo; la propiedad es el equivalente jurídico del concepto 

económico del capital. La justificación económica y jurídica de la propiedad(o 

sea el capital) la encuentra en el ahorro hecho sobre el fruto del trabajo y 

sobre la renta del capital, acumulados con anterioridad por el procedimiento 

del ahorro, y añade, que contra esta justificación económica y jurídica de la 

propiedad se estrellan ciertas ideologías políticas, según las cuales “la 

propieté c´est, le vol” 

La función económico social de la propiedad, reconocida en el sistema jurídico 

español, es actualmente la nota que comporta limitaciones a la propiedad por 

los particulares, bajo la forma de obligaciones a observar en casos concretos, 

por ejemplo, al añadir como justificación de la expropiación a la utilidad pública 

el interés social ha superado el individualismo de la época liberal para ponerse 

de parte de la función social de la propiedad23.   

                                                 
23 ROMERO Sandoval Raúl; Derechos Reales; Segunda Edición; Editorial Los Amigos 

del Libro; La Paz Bolivia 1991; Pág. 85-60. 



2.3.  MODOS DE ADQUIRIR LA PROPIEDAD. 

 Se puede adquirir la propiedad:  

a) Por derecho civil (entonces propio de los romanos), y por 

derecho de gentes (en esta caso podemos decir también 

“por derecho Natural); 

b) A título oneroso: cuando impone a las partes que 

intervienen una prestación recíproca (Ej. Compra-venta), y 

título gratuito: cundo una sola da las partes hace una 

prestación sin que la otra parte sea obligada a la contra 

prestación (Ej. La donación)  

c) A título derivativo: cuando existe una relación jurídica con 

el precedente propietario (compra-venta) y a título originario 

cuando la propiedad se adquiere de una manera 

independiente de toda persona o por un hecho involuntario 

(aluvión) o por un acto del adquiriente (ocupación)  

2.3.1.  Modos de adquirir por derecho natural. 

1) La ocupación. Es la forma de posesión”animo domini (con 

ánimo de dueño) de una cosa susceptible de propiedad 

privada y que no pertenezca a nadie. Este modo de adquirir 

la propiedad de las cosa tenía gran importancia 

especialmente en el origen de las sociedades, ya que eran 

muchas las cosas que no pertenecían a nadie (res nullius). 

a. Los animales salvajes. Los animales que, como las 

palomas y las abejas, van y vienen, se pueden 

apropiar cuando pierden la costumbre de volver, sin 

que haya intervenido la mala fe de otra persona. 

b. Los peces. Esto es producto de la naturaleza 

generalmente se da en terrenos anexos a riveras del 

río.  



c. El botín enemigo. Los romanos consideraban “res 

nullius” lo que pertenecía a los enemigos en tiempo 

de guerra, y en tiempo de paz también las cosas de 

los bárbaros.  

d. Las piedras preciosas. Las perlas, las islas de mar. 

e. El tesoro. Si lo había descubierto por búsquedas no  

autorizadas, no tenía derecho a nada. Si el fundo era 

sagrado o dedicado a las sepulturas, el mismo 

Adriano adjudicaba todo el tesoro a quien lo había 

descubierto, mientras Marco Aurelio  concedía la 

mitad al fisco. 

f. Las cosas abandonadas. En el caso de las cosas 

abandonadas voluntariamente por el propietario, los 

sabíamos hablaban de “res nullius” y entonces de 

ocupación y los proculeyanos hablaban de entrega a 

una persona incierta, quedando la cosa abandonada 

del que la abandonaba hasta el momento en que otro 

la recogía, hablando entonces de tradición.  

2) La accesión. Se puede definir como “Es el derecho que la 

propiedad de una cosa, mueble o inmueble, da al dueño de 

ella sobre todo lo que produce y sobre lo que se una 

accesoriamente por obra de la naturaleza o por industria del 

hombre, o por ambas cosa juntamente. Por esta definición 

se ve que la accesión pueda ser natural, industrial o mixta.24   

3) Adquisición de los fundos ribereños. Algunos de los 

casos siguientes son considerados por varios autores como 

accesión consistente en la unión de cosa mueble a cosa 

inmueble. 

                                                 
24 ESCRIBÍCHE; diccionario razonado de Legislación y Jurisprudencia; París; Librería 

de Rosa, Bouret & Cía.; 1852  



4) Especificación.  Es la formación de una especie con materia 

ajena; Ej. Una estatua con un bloque de mármol, vino con 

uvas, etc. “sobre la propiedad del nuevo objeto no había 

acuerdo  

5) Confusión y mescal. La confusión “es la mezcla de cosa 

líquidas de dos o más dueños, de modo que las partes de las 

una se incorporan a las partes de la otra” Ej. Cantidades de 

vino, aceite.   

6) De la adquisición de los frutos. El propietario de la cosa es 

igualmente propietario de los frutos y productos de la cosa.  

7) Tradición. Es la entrega de una cosa que una persona 

(tradens: el que entrega) hace a otra (accipies: el que recibe) 

con la intención el uno de transmitir y el otro de recibir la 

propiedad de la misma. 

2.3.2.  Adquisición por la posesión. 

Los romanos admitían sin distinción alguna la reivindicación de los muebles y 

de los inmuebles. Probablemente, la usucapión de los muebles por el 

poseedor de buena fe resultaba posible tras cierto plazo; pero las prohibición 

de usucapir la res furtivae (literalmente: las cosa robadas) privadas de 

importancia práctica a la usucapión mobiliaria; esto, debido a que los romanos 

entendían por res furtivae, toda cosa lograda con perjuicio del propietario, de 

cualquiera modo que fuere. El furtum romano comprendía, junto al robo 

propiamente dicho (es decir, el robo escrito realizado con fuerza o violencia 

en las personas y el hurto o apoderamiento al descuido o por astucia), la 

hipótesis en la cual éste se había desposeído voluntariamente de la cosa en 

manos de un determinado que había dispuesto fraudulentamente de la 



misma; es decir, el abuso de confianza o la estafa; siendo posible, pues la 

reivindicación fraudulenta del mueble25. 

2.3.3. Reglas en el Código civil vigente   

El código civil boliviano, vigente desde el 2 de abril de 1976, ha consagrado, 

conforme a sus antecedentes franceses, por una parte, la regla de la posesión 

de buena fe equivale al título de propiedad, sentando el principio de la 

presunción del título de propiedad, sería decir mejor de adquisición (art100); 

y por otra, la regla de la posesión de buena fe es un modo de adquirir la 

propiedad de los muebles corporales, o adquisición a nomdomino (Art. 101).  

Como excepción a la regla del artículo 101 se admite la reivindicación de los 

muebles vendidos o robados en el plazo de un año (Art. 102), y se establece 

una aplicación del artículo 100, la más corriente, cuando se trata de 

enajenaciones sucesivas de un mueble (Art. 103). Se establece la usucapión 

de los bienes muebles; por diez años para el poseedor de mala fé Art. 149, 

por tres años a contar de la inscripción del título para el poseedor de buena 

fe de los sujetos a registro adquiridos a nom dominio con título idóneo, y por 

diez años para el poseedor de mala fé que no reúne los requisitos anteriores 

(Art. 150).   

 

 

2.3.4.- Requisitos de aplicación para el artículo 101. 

Cuatro son los requisitos necesarios para la aplicación de la regla del artículo 

101 del Código:  I º que la posesión sea de inmueble corporal que no ha sido 

permitido ni robado; 2º que la posesión sea efectiva y no viciosa; 3º que la 
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posesión sea de buena fé; y 4º que exista un título idóneo para la 

transferencia. 

2.4. INSTITUTO DE USUCAPIÓN. 

Podemos definir la usucapión como el modo de adquirir a propiedad por el 

transcurso del tiempo y los requisitos exigidos por la ley. La usucapión de 

bienes excluye al poseedor de buena fe a quien se aplica el Artículo 101; por 

lo que, tan sólo existe para el poseedor de mala fe quién adquiere la propiedad 

de los bienes muebles mediante la posesión continúan por más de diez años. 

Art. 149.  

2.4.1. La adquisición por efecto de los actos jurídicos.          

     Recordemos que acto jurídico negocial es el acto voluntariamente 

realizado por el hombre con la intención de producir efectos de derecho; crear, 

modificar o extinguir derechos. Son de esta clase, entre otros, el contrato, el 

testamento, el reconocimiento de hijo extramatrimonial, etc. Es la voluntad 

que la regla sus efectos, claro está que dentro del marco de la ley y sin más 

limitaciones que el orden público y las buenas costumbres. En consecuencia, 

la adquisición de la propiedad por efectos de los actos jurídicos negociables 

se realiza por el contrato. (Art. 450) y por el testamento (Art. 1112) 

2.4.2. Usucapión quinquenal. 

Según el código civil existen dos clases de usucapión, la quinquenal, se 

produce luego de una posesión de cinco años y la Usucapión decenal 

después de diez años.  

El Art. 134 del C. C., indica que para la usucapión quinquenal se necesita la 

buena fe entendida como la adquisición de un inmuebles de alguien de un 

título verdadero y sin vicios legales. Después de trascurridos cinco años 

desde la fecha de inscripción del nuevo título en el registro de derechos reales 



y de haber posesión e l bien por el lapso de cinco años se la usucapión 

quinquenal.26 

2.4.3. Usucapión decenal.  

     En cambio la usucapión decenal, se produce cuando simplemente han 

trascurrido diez años, es decir se adquiere la propiedad de un inmueble 

cuando una persona se encuentra en posesión del inmueble durante ese 

mismo tiempo sin interrupción y en forma pacífica teniendo o no, ningún título 

según el Art. 1382 del CC.  

   Cuando los terrenos o cualquier inmueble son abandonados por su 

verdadero propietario- incluido el Estado-, no están ocupados o no sirven a 

ningún fin especifico, se está imposibilitando el acceso a esos terrenos a las 

personas que necesitan el terreno para determinado fin, que en el caso de los 

pobladores urbanos, constituyen simplemente un lugar para construir su 

vivienda. Cumpliría con todos los requisitos para la enajenación de bienes por 

no cumplir una función económica social.   

3. BREVE HISTORIA DEL REPARTO DE TIERRAS EN BOLIVIA 

 

Había transcurrido ya la primera mitad del siglo XX para que recién entrara 

en vigencia un concepto que hoy parece elemental pero que, aún así, no se aplica 

del todo: La tierra es de quien la trabaja. 

 

Con  sus  pututus  y  los  viejos  fusiles  mausers  que  habían  traído  del  

Chaco, quechuas  y  aymaras  de  Bolivia  consolidaron,  el  2  de  agosto  de  

1953,  su  derecho propietario sobre las tierras de sus antepasados. 
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Cincuenta  y  cinco  años  después  el  problema  de  la  tierra  sigue,  como  

puñal, clavado en el centro del debate nacional. Y es que en este tema, como en 

otros, el Estado fue lento como tortuga, mientras, expeditivos,   los amigos de los 

poderosos y los parientes de los gobernantes recibieron centenares de miles de 

hectáreas. 

 

La Ley INRA, aprobada en 1996, abre el camino para el saneamiento de la 

tierra bajo el concepto de que esta debe cumplir una función económico social. 

Es decir que quien reclama ser propietario de la tierra debe justificar que está 

haciendo un uso de ella. 

 

Esa ley fue perfeccionada en el gobierno del presidente Evo Morales para 

agilizar los trámites y evitar que los grandes terratenientes sigan recurriendo a 

triquiñuelas para que el saneamiento no se realice. 

 

Este libro cuenta la historia de cómo se repartió la tierra y entre quiénes 

desde la colonia hasta nuestros días y de las políticas estatales sobre este 

recurso natural. 

 

Son  datos  comprobables,  fríos  y  duros,  pero  que  bien  leídos  muestran  

los avances  alcanzados  en  cantidad  de  títulos  otorgados  y  hectáreas  

saneadas.  Sin embargo, detrás de las cifras están centenares de trabajadores 

del INRA en todo el país  y  millones  de  campesinos  e  indígenas  que  luchan  

hoy  por  una  Bolivia  sin latifundios improductivos y donde todo el que quiera 

una parcela para trabajar tenga derecho a ella. 

3.1. El proceso  de saneamiento y la titulación de tierras.  

El proceso agrario, han estado sujetos a intereses económicos y políticos 

evidentes que, por lo general, beneficiaron a muy pocos y debilitaron  la 

institucionalidad dispuesta para ello, en desmedro de las mayorías nacionales. 



El proceso agrario en Bolivia se caracteriza por el desarrollo de dos etapas 

principales, cada una con propias características: la primera, signada por la 

Reforma Agraria, iniciada en 1953 y que culmina 39 años mas tarde en 1992 con 

la intervención al Servicio Nacional de Reforma Agraria, La segunda, que 

transcurre desde la promulgación de la Ley 1715 del 18 de octubre de 1996, hasta 

el 28 de noviembre de 2006, cuando se promulga la ley 3545 de Reconducción 

Comunitaria de la Reforma Agraria, destinada por la historia y la viabilidad el país, 

a definir el proceso agrario. 

En 53 años de política agraria, la Reforma del 53 y la ley INRA de 1996 no 

se constituyeron en instrumentos que hayan resuelto los problemas relativos a la 

inequitativa distribución de la tierra y la inseguridad jurídica. 

A partir de entonces tomadas en cuenta las lecciones aprendidas, se inicia 

una nueva etapa; las cifras así lo demuestran, fundamentalmente, por haber 

alcanzado en términos de resultados a diciembre del 2007, altos niveles de 

eficiencia y transparencia en la gestión institucional, pertinencia social y cultural 

en los procesos, consecuencia en la voluntad política y un profundo respeto por 

el ejercicio pleno de los Derechos humanos y de los pueblos indígenas. 

Ha sido una larga lucha, pero transcurrida la primera mitad del siglo XX 

entro a la práctica un concepto que hoy parece elemental pero que, aun así, no 

se aplica del todo: la tierra es de quien la trabaja. 

Con sus pututus y los viejos fusiles mausers que habían traído del Chaco, 

quechuas y aymaras de Bolivia consolidaron el 2 de agosto de l953, su derecho 

propietario sobre las tierras de sus antepasados. El proceso fue apoyado por la 

clase media que había asistido a la guerra y combatido codo a codo con los 

indígenas. 

En la actualidad el problema de la tierra esta al centro del debate nacional, 

problema que se viene tratando  debido a la voluntad política de esta gestión 



gubernamental, contribuyendo a la distribución  de la tierra, de acuerdo a la nueva 

ley. 

3.2 El Problema de la propiedad agraria y la tenencia de la tierra. 

El problema de la propiedad y la tenencia de tierras ha sido una 

constante en la historia de Bolivia. Tanto así que la compleja estructura 

social boliviana y la del propio poder político y económico en el país 

dependen en gran medida del tratamiento que se le otorgue. 

A continuación, veremos que es lo que se dispuso al respecto en 

algunos de los momentos más sensibles de esta historia. 

3.2.1.- La propiedad comunal.  

Al nacimiento de la Republica, la estructura de la propiedad 

agraria era casi la misma que las comunidades indígenas 

precolombinas vivieron desde tiempos inmemoriales. Según 

registros históricos, anualmente se entregaban lotes de tierra a las 

familias de la comunidad para que estas las trabajen y se beneficien 

con sus frutos. Si la mano de obra de la familia no alcanzaba para 

cubrir las necesidades de trabajo de la tierra, esta se conseguía 

mediante algunos sistemas productivos de carácter comunitario 

como son el ayni, la minka, el motiro que sobreviven hasta hoy. Este 

sistema presentaba tres rasgos esenciales: 

a) Reconocía el origen de la comunidad indígena, enraizado 

en el pasado prehispánico o colonial. 

b) Reconocía la propiedad colectiva e inalienable de la tierra, 

aun así esta se encontrara parcelada, pues se entendía que 

en la ultima instancia la propiedad corresponde a la 

comunidad. 



c) Reconocía su sistema organizativo y político porque 

reunía, tanto la tradición prehispánica como la colonial. Par 

que esto suceda tuvieron que realizar varios trámites y pasar 

por varias titulaciones, desde las realizadas por el virrey 

Toledo hasta las Revisitas del siglo XIX. 

3.2.2.- El sistema de hacienda. 

Sistema introducido por los españoles mediante extensiones 

de tierra, población incluida que la corona Española concedía a los 

conquistadores en las regiones de Cochabamba, Tarija, 

Chuquisaca y otras, constituyendo así un régimen de apropiación 

personal que empezó a coexistir con el otro de la propiedad 

comunal. A los indios de hacienda se los llamada colonos y cada 

colono trabajaba gratuitamente cuatro días a la semana para el 

propietario a cambio de una parcela de 200 metros para el y su flia. 

3.2.3.- Ex vinculación y despojo legal de las tierras 

comunitarias. 

En los primeros años de la Republica coexistían las comunidades 

indígenas y las haciendas, las mismas que intentaban absorber a las 

primeras. 

En este contexto, el primer presidente Simón Bolívar, no solo había 

definido su posición sino que desde un principio pudo encaminarla. 

Los proyectos bolivarianos estuvieron dirigidos a la anulación de un 

pacto de mas de tres siglos con las comunidades indígenas y a la 

destrucción de las estructuras colectivas, con el ánimo de constituir una 

sociedad señorial comparable a ciertas sociedades de Europa central, 

considerándose a los indígenas como a una población marginada que se 

debía integrar en la nación dándoles parcelas individuales” 



La política de expoliación de tierras comunales de Melgarejo fue 

perfeccionada durante la administración del presidente Tomas Frías quien 

promulgo el Decreto de Ex vinculación y abrió paso a la instrumentación 

de las Revisitas, misiones oficiales encargadas de consumar, in situ, la 

política de la usurpación de tierras comunitarias. 

La usurpación oficial de tierras colectivas de indígenas desbarató, 

literalmente, la comunidad, principal forma de propiedad agraria al nacer 

la Republica en 1825, al punto que de las 11.000 comunidades, en 1953, 

implantada la reforma agraria, solo existían 3783, pese a la resistencia 

indígena, patente desde la sublevación de los guaraníes en Kuruyuki 

(1881) ahogada en sangre, hasta las acciones del impertérrito Pablo 

Zarate Villca, manipulado por los liberales del amanecer del siglo XX. 

La condición oficial de tierras a favor de hacendados criollos y 

extranjeros y las condiciones desventajosas en que trabajaban los colonos 

indígenas, al mas puro estilo de los siervos de gleba del medioevo, 

provoco una sucesión de levantamientos indígenas, entre los que 

destacan los de Santiago de Machaca en 1921 y  Chayanta en 1927, por 

la supresión del impuesto indigenal. 

La guerra del Chaco, canalizó el proceso de sindicalización comunal 

y el derecho a la instrucción de los indígenas, homologado por los militares 

progresistas de la post guerra, desde David Toro hasta Gualberto 

Villarroel, entre 1936 y 1946. 

En este lapso de diez años las pretensiones comunitarias fueron 

reprimidas por el poder de los varones de la minería quienes esgrimieron 

la Sociedad Rural Boliviana, organización representativa de los 

hacendados que, a contrapelo de sus intereses, provoco la irrupción 

volcánica de la revolución popular de 1952 y la reforma agraria, un año 

después. 



4.- La Reforma Agraria. 

El proyecto de Reforma Agraria había sido pensado como un ato de justicia 

destinado al liberar al indio de su condición de siervo e incorporarlo a la vida 

ciudadana del país, y para garantizarle esa libertad, había que dotarle de una 

base material: La tierra. 

La abolición del latifundio y las formas de explotación servidumbral 

significaban la finalización del sistema feudal. El propio Decreto Supremo 3464, 

emitido el 2 de agosto de 1953 refiere explícitamente ese propósito, en tanto: “los 

campesinos que hubiesen sido sometidos al régimen de trabajo y explotación 

feudal son declarados propietarios de las parcelas que poseen y trabajan”. 

El principio de que la tierra es para quien la trabaja fue planteado ante un 

sistema de organización agraria que había hecho de la mano de obra gratuita de 

los colonos su principal insumo y se creo “un importante precedente para la 

interpretación y comprensión de la función económico-social en periodos 

históricos posteriores”. 

Ese principio, “fue incorporado en la Constitución Política del Estado de 

1961 y aun se mantiene en la vigente, el mismo que dispone que el trabajo es la 

fuente fundamental para la adquisición y conservación de la propiedad agraria 

(art. 166) El trabajo es la fuente de adquisición de la propiedad durante el proceso 

de saneamiento, y no así concluido este, momento en el cual la tierra es 

subastada o dotada y este principio ya no permanece vigente. Sin embargo, 

continua siendo válido para la conservación de la propiedad, durante y después 

del saneamiento, el cual se verifica a través del cumplimiento de la función 

económico-social. 

En el marco de la Reforma Agraria y con el propósito central de ponerla en 

marcha, el 2 de Agosto de 1953 fue creado el servicio Nacional de Reforma 

Agraria (SNRA) conformado por el Presidente de la Republica, el Consejo 

Nacional de Reforma Agraria (CNRA) integrado por 9 miembros, los jueces 



Agrarios, las Juntas Rurales de Reforma Agraria y los Inspectores Rurales. Se 

debía llevar a cabo en una primera fase de Titulación que tenia que estar 

concluida antes de 1968 y una segunda fase de organización de la producción, 

encarado desde el punto de vista económico, técnico y social. 

En tal sentido, se estableció que la distribución de las tierras se efectuaría 

bajo dos modalidades: La dotación a titulo gratuito a cargo del CNRA, y la 

dotación a titulo oneroso a cargo del Instituto Nacional de Colonización 

(INC), entidad que seria creada exclusivamente para distribuir en zonas de 

colonización, propiedades pequeñas en superficies entre 10 a 50 hectáreas. 

El CNRA nació con la ley y funciono entre 1953 a 1992, atendiendo a las 

solicitudes que realizaban las personas interesadas. Tenia competencia en todo 

el territorio nacional, excepto en las áreas de colonización a partir de 1965, año 

en que es creado el INC como institución encargada de la distribución de tierras 

según planes de colonización específicos. Por tanto su funcionamiento se 

basaba, al menos  en teoría, en la oferta de tierras organizando asentamientos 

en áreas previamente identificadas; sin embargo, la dinámica en la apropiación 

de las tierras sobrepaso su capacidad y acabo también respondiendo a la 

demanda, legalizando asentamientos espontáneos. Su radio de acción se 

circunscribió a la zona geográfica del Subtrópico y ceso en su funcionamiento en 

1992. Si bien es cierto que la creación del INC pretendió ampliar las posibilidades 

de distribución de la tierra; sin embargo, en los hechos se dio paso a la 

coexistencia de dos organismos con similares funciones, tomando la distribución 

de tierras rumbos anárquicos y confusos toda vez que ambas entidades fueron 

confundiendo sus atribuciones, generando conflictos. 

Por lo que observamos a través del CNRA se distribuyeron de manera 

gratuita 55.1 millones de hectáreas, lo que representa el 96, 24% de la tierra 

distribuida a 704.100 beneficiarios, cifra que corresponde al 92.71% del total de 

los beneficiarios. 



Mediante el INC se distribuyeron, simultáneamente, 2.1 millones de 

hectáreas, lo que representa el 4% de la tierra distribuida a 54.988 beneficiarios, 

cifra que corresponde al 7% del total de los beneficiarios; en este caso, con un 

promedio de 38 hectáreas, equivalente a una pequeña propiedad en la zona de 

Subtrópico. 

Es de destacar que el 96.24% de la tierra fue distribuida gratuitamente al 

92.71% de los beneficiarios y que solo 2.1 millones de hectáreas fueron pagadas 

al Estado por 54.988 beneficiarios, en su totalidad colonizadores, que se 

adjudicaron propiedades pequeñas no mayores a 50 ha. (Yungas, chapare y el 

norte de Santa Cruz). 

De los datos en el cuadro se infiere que la Propiedad Comunaria favoreció 

solo con el 21.45% de la superficie total distribuida al 43.90% del total de 

beneficiarios y que la pequeña propiedad y el Solar Campesino recibieron juntas 

no mas del 8% de la tierra distribuida, sumando también entre ambas el 11% de 

la propiedad privada individual. 

Al contrario, queda claro que la Mediana propiedad y empresa eran las 

preferidas, puesto que entre ambas llegaron a recibir el 68.98% de la superficie 

favoreciendo tan solo  al 18.51% del total de beneficiarios. 

En lo que hace a la propiedad privada individual, se evidencia que la 

empresa Agropecuaria es la que consigue el 40% de la tierra distribuida, a favor 

del 2% de los beneficiarios. La mediana Propiedad se favorece con el 28% de la 

tierra distribuida, a favor del 16% de los beneficiarios. Entre la Empresa 

Agropecuaria y la Mediana Propiedad recibieron gratuitamente, el 68% de 

la superficie total distribuida y el 89% de la superficie de propiedad privada 

individual (44.1 millones de has.). 

La distribución de la tierra según el tipo de uso y en base a la cual se 

determina el tamaño de la propiedad, por lo general son agrícola, ganadero entre 



los principales, también mixto, y otros (escuelas, cementerios, puestos militares, 

etc.) 

De acuerdo con datos del estatal Instituto Nacional de Estadística, en el 

amanecer del siglo XXI, 7 de cada 10 bolivianos vivían por debajo de la línea de 

pobreza, con poco más de un dólar diario, y 3 de aquellos, en áreas rurales, y lo 

que quiere decir que 4 pertenecen a áreas urbanas sobreviviendo en condiciones 

de indigencia 

La reforma Agraria concibió la política de colonización en ciertas áreas del 

trópico para disminuir la presión demográfica en las tierras altas, canalizarla hacia 

las regiones despobladas e incorporar estas a la economía del país. Esta política 

vigente entre 1960 y 1994, doce años después de restaurada la democracia 

boliviana, fue encargada primero a la Corporación Boliviana de Fomento (CBF) 

y, posteriormente, el Instituto Nacional de Colonización. 

5.- Intervención Gubernamental al SNRA – 1992/1996. 

La corrupción que había socavado la estructura institucional agraria en el 

periodo 1953-1993 se expresaba, entre otros rasgos, por la sobre posición de 

derechos, con el resultado de una doble y hasta triple titulación en un mismo 

predio. De igual manera se emitieron títulos ejecutoriales sin sustento legal ni 

técnico. En la misma corriente de procedimientos regulares o irregulares se 

toleró, cuando no fomentó, la concentración de tierra en grandes extensiones. 

Algunos factores como la falta de información básica para administrar el recurso 

tierra, falta de mapas base, ausencia de un catastro rural confiable que hacia en 

mas de la mitad de las propiedades no puedan ser ubicadas en el terreno, 

tramites largos (promedio 12 años), personal asignado por favoritismo político 

mas que técnico. 

La intervención del CNRA y del INC fue instaurada en 1992 por medio del 

Ministerio de Asuntos Campesinos y Agricultura el cual tenía como objetivos:  



 Identificar las tierras fiscales y las otorgadas en propiedad, 

estableciendo las superposiciones entre propiedades y con derechos 

forestales;  

 Investigar las irregularidades e ilegalidades en los trámites agrarios, 

especialmente los correspondientes a la mediana propiedad y la 

empresa agropecuaria; 

 Proponer las normas necesarias para reencauzar el proceso de 

reforma agraria. 

La mayoría de los objetivos trazados no se alcanzaron, el plazo 

inicialmente fijado de 90 días, por la dimensión de los problemas se amplió de 

manera indefinida, hasta 1996, año en que se promulga la ley 1715 por parte de 

Sánchez de Lozada. 

6. Nueva era en la Reforma Agraria. 

Luego de cuatro años de intervención, el 18 de octubre de 1996 y, 

fundamentalmente como uno de los principales resultados del proceso histórico 

considerado, se pone en vigencia la ley No. 1715. A principios de la década de 

los 90, la marcha por el Territorio y la dignidad, que llevo a familias entera desde 

los llanos amazónicos hasta las punas y el altiplano andino, fue el punto 

culminante de un largo proceso de organización entre muchos pueblos indígenas 

de tierras bajas. Ello, junto a la presión social interna y la atención particular de 

organismos internacionales, llevo al presidente Jaime Paz a reconocer, 

inicialmente cuatro territorios indígenas con sus respectivos decretos supremos. 

Sin embargo al no tener una sólida base jurídica, no se volvió a firmar ningún 

titulo más, hecho que generó una segunda movilización indígena en 1996, la 

“marcha indígena por el Territorio, los Derechos Políticos y el Desarrollo”. 

Todo esto puso en evidencia los múltiples problemas que significaba el 

saneamiento territorial y la definición de las tierras comunitarias de origen: entre 

ellos, se encuentran el desconocimiento del uso diversificado del territorio que 

tienen los indígenas de tierras bajas, el significado espiritual del entorno natural, 



en algunos casos la imposibilidad de ampliación de territorios indígenas por estar 

rodeados de propiedades privadas, la inaccesibilidad a los recursos del bosque 

por tener territorios discontinuos a causa de las propiedades privadas y la 

superposición de tierras originarias con áreas protegidas administradas por el 

Estado. 

Se debe notar que el espíritu de la ley 1715 esta concentrado en la puesta 

en marcha de un  proceso de perfeccionamiento en el saneamiento de la 

propiedad agraria en procura de una transformación en la estructura de la 

tenencia de la tierra en Bolivia. 

Entonces entre las principales características de la Ley 1715 se destacan: 

 Reconoce, a través de la figura de Tierra Comunitaria de Origen, el 

derecho de los pueblos indígenas al acceso a la tierra en cantidad 

y calidad suficientes para permitir su reproducción biológica, 

económica, social, cultural y política. 

 Mantiene el derecho a la dotación gratuita de tierras a las 

comunidades campesinas y pueblos indígenas, en el entendido que 

estas tierras no pueden ser comercializadas. 

 Elimina la gratuidad en la dotación de tierras a través de establecer 

la adjudicación de tierras a valor de marcado a todos los 

propietarios individuales. 

 Establece el derecho preferente a la dotación gratuita respecto de 

la adjudicación onerosa. 

 Incorpora como necesidad y utilidad publica la expropiación para 

fines de redistribución (mantiene el principio de afectación de la 

gran propiedad agraria) 



 Preserva la capacidad productiva de la tierra, estableciendo que el 

uso de la tierra  debe estar en concordancia con su capacidad de 

uso mayor27. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
27 Marco Histórico apoyado en el libro “La Ley INRA en el espejo de la historia. Dos 

siglos de Reformas Agrarias en Bolivia”. Hernaiz Irene, Pacheco Diego. //apuntes 

Derecho Agrario UMSA. Dra. Irene Hernaiz. año 2001 



 

 

CAPÍTULO III 

LAS TIERRAS FISCALES Y/O RECUPERADAS POR EL ESTADO QUE 

REÚNAN LOS REQUISITOS ESTABLECIDOS POR LEY COMO SER: 

APTITUD DEL SUELO,  CAPACIDAD DE USO MAYOR DE LA TIERRA. 

1. EL PROBLEMA DE LA PROPIEDAD Y LA TENENCIA DE TIERRAS 
 

El problema de la propiedad y la tenencia de tierras ha sido una constante 

en la historia de Bolivia, tanto así, que la compleja estructura social boliviana y  la  

del  propio  poder  político  y  económico  en  el  país  dependen  en  gran medida 

del tratamiento que se le otorgue. 

A continuación, veremos qué es lo que se dispuso al respecto en algunos 

de los momentos más sensibles de esa historia. 

1.1. La propiedad comunal.  

En 1825, al nacimiento de la República, la estructura de propiedad 

agraria era casi la misma que las comunidades indígenas precolombinas 

observaron desde tiempos inmemoriales. Anualmente se entregaban lotes 

de tierra a las familias de la comunidad para que éstas las trabajen y se 

beneficien con sus frutos. 

Si la mano de obra de la familia no alcanzaba para cubrir las 

necesidades de trabajo   de   la   tierra,   ésta   se   conseguía   mediante   

algunos   sistemas productivos de carácter comunitario tales como el ayni, 

la minka, el motirö… que sobreviven hasta hoy. 



Este sistema de organización agraria presentaba tres rasgos 

esenciales en su conformación: 

 Reconocía el origen de la comunidad indígena, enraizado en el 

más remoto pasado prehispánico o colonial. 

 Reconocía la propiedad colectiva e inalienable de la tierra, aún 

así ésta se encontrara   parcelada,   pues   se   entendía   que   

en   última   instancia   la propiedad corresponde a la comunidad. 

 Reconocía  su  sistema  organizativo  y  político  porque  reunía,  

tanto  la tradición prehispánica como colonial. 

Considerados estos criterios, las grandes extensiones de tierra y 

territorio en las   que   habitaban   las   comunidades   indígenas,   fueron   

reconocidas   y respetadas tal cual, antes y durante la Colonia Española. 

Para  que  ello  suceda,  ayllus  y  colectivos  semejantes  en  otras  

regiones tuvieron que hacer varios trámites y pasar por varias titulaciones, 

desde las realizadas por el Virrey Toledo hasta las Revisitas del siglo XIX. 

1.2. Régimen legal de la propiedad comunal 

El  régimen  legal  de  la  propiedad  comunal  fue  establecido  el  

siglo  XVI, quedando en ese marco hasta principios del siglo XIX. Por 

Cédulas Reales del 1 de Noviembre de 1591, el monarca español, Felipe 

II, reconoció el derecho de  las  comunidades  indígenas  a  disfrutar  de  

sus  tierras,  concesión  que  se acompañaba de relaciones importantes, 

tales como: 

 El derecho eminente de la Corona sobre las tierras colectivas, 

siendo los pueblos   indígenas   simples   usufructuarios   de   

bienes   cuya   propiedad quedaba en manos del Estado 



 La preeminencia de los pueblos españoles cuyas necesidades 

tenían que ser   satisfechas   con   prioridad   a   las   de   las   

comunidades   indígenas. (Demelas: 1999). 

Esta  suerte  de  coexistencia  entre  comunidades  indígenas  

originarias  y haciendas,  sería  cuestionada  años  más  tarde  por  la  

Constitución  de  la República de Bolivia, por cuanto, a principios de la 

independencia, estaban bien  establecidos  tanto  el  principio  de  la  

propiedad  eminente  del  Estado sobre las tierras colectivas así como el 

uso inmemorial de los miembros de comunidades,  y  eso  a  cambio  no  

solamente  del  tributo  sino  también  de servicios adicionales al Estado. 

En Bolivia, la supervivencia de las comunidades indígenas entra en 

cuestión en el momento en que los nuevos gobernantes instrumentan 

políticas para facilitar la expansión de la hacienda y, aún así, sólo 

parcialmente, desde la segunda mitad del siglo XIX.28  

En  este  marco  se  inscribe  una  abierta  contradicción  entre  los  

postulados liberales  y  las  necesidades  económicas  del  Estado  

boliviano,  por  cuanto  la Corona  había  vinculado  estrechamente  tributo  

y  comunidad  (Sánchez  A. 1978). 

Uno de los esfuerzos iniciales del naciente Estado boliviano estuvo 

orientado a quebrar los obstáculos institucionales que impedían la libre 

circulación de hombres  y  bienes,  por  cuanto  la  responsabilidad  ante  

el  fisco  recaía  en  la comunidad, aunque el monto de la tasa era personal. 

Por lo mismo, el mantenimiento de formas corporativas de 

propiedad de la tierra era una situación que debía ser cancelada. 29 

                                                 
28 Langer y Jackson: 1990). 

 
29 Hernández y Diego Pacheco D.“La Ley INRA en el espejo de la historia” 
(2000). 



 

 

1.3. El sistema de hacienda. 

El   sistema   de   hacienda   fue   introducido   por   los   españoles   

mediante extensiones de tierra que la Corona Española concedía a los 

conquistadores, población  incluida,  en  las  regiones  de  Cochabamba,  

Tarija,  Chuquisaca  y otras, constituyendo así un régimen de apropiación 

personal que empezó a coexistir con el otro de la propiedad comunal. 

A  los  indios  de  hacienda  se  los  llamaba  colonos  y  cada  colono  

trabajaba gratuitamente  4  días  a  la  semana  para  los  propietarios  a  

cambio  de  una parcela de 200 metros cuadrados para provecho propio. 

A  contraprestación  de  los  frutos  que  esa  parcela  le  proporciona  

al  colono, éste  y  quienes  componían  su  familia,  debían  cumplir  

además  con  un considerable número de obligaciones en provecho 

exclusivo del patrón o de las  autoridades  militares,  civiles  y  de  la  iglesia,  

labores  por  las  que  no recibían pago alguno. 

Como si ello fuera poco, el sistema establecía una contribución 

indígena que a  manera  de  impuesto,  una  vez  aplicada,  permitió  en  

gran  medida  la supervivencia del Estado y de los gobiernos de turno. 

1.4. Desvinculación y despojo de tierras comunarias 

Por lo visto, en los primeros años de la República, desde 1825, aún 

coexistían las comunidades indígenas y  las haciendas. Y lo que en el 

fondo se disputaba era  la  permanencia  de  las  comunidades  o  su  

absorción  por  parte  de  las haciendas. 



En este contexto, el primer presidente de la nueva república, el 

venezolano Simón Bolívar, no sólo había definido su posición sino que 

desde un principio pudo  encaminarla.  “Los  proyectos  bolivarianos  

estuvieron  dirigidos  a  la anulación de un pacto de más de tres siglos con 

las comunidades indígenas y  a  la  destrucción  de  las  estructuras  

colectivas,  con  el  ánimo  de  constituir una  sociedad  señorial  

comparable  a  ciertas  sociedades  de  Europa  central, considerándose  

a  los  indígenas  como  a  una  población  marginada  que  se debía 

integrar en la nación dándoles parcelas individuales”.30 

La propiedad de la tierra, el acaparamiento y la mercantilización de 

la misma, constituían,  tal  como  sucedía  en  otros  países,  principales  

intereses  de  la oligarquía liberal gobernante y de quienes la apuntalaban. 

Uno  de  los  potenciales  beneficiarios  de  la  venta  de  tierras  

comunales,  don Juan   Vicente   Dorado   argumentaba   así,   en   1864,   

las   ventajas   de   la exvinculación (Rodríguez: 1978)31: 

“Arrancar  estos  terrenos  de  mano  del  indígena  ignorante  o  

atrasado,  sin medios, capacidad o voluntad para cultivarlos y pasarlos a 

la emprendedora, activa e inteligente raza blanca, ávida de propiedades, 

es efectivamente la conversión más saludable en el orden social y 

económico de Bolivia32… 

Hemos considerado que conservar al indígena de una manera 

inalterable en la posesión de los terrenos, es perpetuarlo en la eterna 

ignorancia y atraso en que quiere mantenerse, prefiriendo el aislamiento 

                                                 
30 DEMELAS: 1999 
31 LANGER, Erick. 1989. Economic change and rural resistance in southern Bolivia, 

1880-1930. Stanford University Press. En: La Ley INRA en el espejo de la historia. 

2000. 

 
32 Vicente   Dorado   argumentaba   así,   en   1864,   las   ventajas   de   la 
exvinculación (Rodríguez: 1978 



en que vive, a tomar parte  en  nuestras  agitaciones  políticas…La  libertad  

concedida  a  éste  de vender sus terrenos es una medida altamente 

económica…”. 

Exvincular  la  tierra  de  las  manos  muertas  del  indígena,  es  

volverla  a  su condición  útil,  productora  y  benéfica  para  la  humanidad  

entera;  arrancarla del poder del indígena es convertir a éste de propietario 

pobre y miserable en  colono  rico  y  acomodado,  porque  continuando  

apegado  a  la  tierra  que enajenó como propietario la cultivará como 

arrendero del nuevo dueño, que siempre necesitará de él…” (CENSED: 

1985). 

1.5. El proceso de exvinculación 

La  exvinculación  empezó  a  partir  de  una  Resolución  del  29  

de  Agosto  de 1825, a través de la cual, Simón Bolívar determinaba “la 

repartición de las tierras  de  comunidad  entre  todos  los  indígenas”,  

quienes  quedarían  como dueños de ellas, “asignándose más tierra al 

casado que al que no lo sea…” y puedan,  cuando  así  lo  dispongan,  

“vender  o  enajenarlas”.  (Decretos  de Bolívar, abril,1826). 

El  proceso  de  exvinculación  se  intensifica  en  1866,  cuando  el  

presidente Mariano Melgarejo declara “propietarios con dominio pleno” a 

los indígenas que poseían terrenos. Para ello tenían que “obtener del 

gobierno el título de su propiedad, previo pago de un monto no menor de 

los 20 pesos ni mayor de los 100 según la extensión y calidad del terreno 

que poseían”. 

El  indígena  que  dentro  del  término  de  60  días,  después  de  

notificado,  no obtenía  el  título  respectivo,  era  “privado  del  beneficio”  

y  el  terreno  se enajenaba “en subasta pública previa tasación” (Decreto 

Supremo, marzo de 1866). 



Asesino colosal y reaccionario, Melgarejo, “obra sucia y fantasmal 

y titánica de las fuerzas de la noche, el que, fandangos macabros y 

fusilamientos, hizo la más brutal de las brutales dictaduras del continente 

y, despojando a tiros las  tierras  de  las  comunidades  indígenas,  sentó  

las  bases  del  moderno latifundismo boliviano repartiéndolas entre sus 

áulicos, pendolistas, juglares y bufones”, deplora el escritor boliviano René 

Zavaleta Mercado (1990:37)33 

Pocos  años  después,  el  5  de  octubre  de  1874,  el  gobierno  de  

Tomás  Frías promulga la Ley de la Exvinculación de Tierras de 

Comunidad, que consolida el espíritu de las anteriores desconociendo de 

manera explícita la existencia jurídica  de  las  comunidades  indígenas,  

ayllus  y  semejantes,  prohibiendo, además, la parcelación individualizada 

de las tierras comunales: 

➢ Ninguna  persona  o  reunión  de  individuos  podía  “tomar  el  

nombre  de comunidad  o  ayllu,  ni  apersonarse  en  representación  

de  éstas  ante ninguna autoridad”; 

➢ Los títulos de propiedad expedidos a favor de los indígenas 

originarios se declararon   perfectos   y   conferían   el   “pleno   

dominio   cuando   hubiese transcurrido el término de 100 días 

desde la publicación de esta ley”; 

➢ Las  tierras  que  no  se  hallaban  poseídas  por  los  indígenas  se  

declaran sobrantes y pertenecientes al Estado; y, 

➢ Ningún funcionario público podía comprar terrenos de origen ni 

recibirlos en usufructo o conducción en el distrito donde ejercían sus 

funciones, bajo pena de prevaricato (Ley de la Exvinculación, 1874). 

Además, la norma establecía la reforma al sistema tributario vigente 

hasta entonces, con el objeto de “aplicar un impuesto universal a la 
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propiedad en sustitución de la contribución o tributo  indígena” que, tal 

como lo habíamos mencionado, sustentaba un porcentaje considerable 

(casi el 38%), del frágil presupuesto del gobierno central  

1.6. La formación del latifundio 

La  aplicación  de  esa  legislación  liberal  permitió  un  acelerado  

y  prolongado proceso  de  expansión  latifundista,  que  se  desarrolló  

desde  entonces  con diversos grados de intensidad a lo largo y ancho del 

país. 

En   el   período   transcurrido   entre   1866   y   1869,   se   

subastaron   216 comunidades   en   el   departamento   de   Mejillones   

(provincias   Omasuyos, Pacajes e Ingavi, Sica Sica y Muñecas); 109 en 

La Paz (Yungas, La Unión, Larecaja,  Caupolicán  y  Cercado);  15  en  

Tapacarí  (Cochabamba);  12  en Yamparaez  (Chuquisaca);  3  en  Oruro  

y  1  en  Potosí.  (Sánchez  Albornoz: 1978). En el departamento de 

Chuquisaca se habían reconocido ventas de 82 tierras  sobrantes  entre  

1866  y  1870,  la  mayor  parte,  concentradas  en  la provincia Yamparáez. 

(Demelas: 1999).34 

Años  más  tarde,  la  Ley  del  1  de  octubre  de  1880,  establece  

que  “los indígenas  que  poseen  tierra  sean  originarios,  forasteros  

agregados  o  con cualquier  otra  denominación, tendrán el  derecho de  

propiedad  absoluta  en sus   respectivas   posesiones,   bajo   los   linderos   

y   mojones   conocidos actualmente con lo cual se abre y facilita el camino 

para la consolidación del latifundio, sobre todo en la región oriental del 

país, sin que ello implicara la cancelación definitiva de la comunidad 

campesina como institución social y cultural” (Bonilla: 1978). 
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A medida que esa Ley era implantada, se consolidaba la abolición 

legal de las comunidades y la paulatina incorporación de las tierras 

indígenas al mercado libre de tierras. 

En   el   fondo,   serios   “antagonismos   de   clase   se   expresan   

en   la   doble naturaleza de las relaciones de dominación que pesaban 

sobre la gran masa de trabajadores rurales: explotados como productores 

pero al mismo tiempo oprimidos colonialmente como sociedad y como 

cultura” (Rivera: 1984). 

1.7. Las Revisitas 

Para  aplicar  la  Ley  allí  donde  existían  tierras  de  origen,  se  

efectuaron  las llamadas   “Revisitas”,   por   medio   de   Comisiones,   

Mesaso   Juntas Revisitadoras,   conformadas   por   un   Revisitador,   el   

Sub   Prefecto,   un Secretario, un Perito Agrimensor y el Párroco (aunque 

éste y el sub Prefecto fueron, cinco años después, retirados de las 

mismas). 

Concluida la Revisita en cada provincia, ésta se elevaba a 

conocimiento del gobierno para su aprobación. Los reclamos podían 

interponerse en el plazo de 60 días y eran resueltos por el gobierno (Ley, 

octubre 1874), intervención que luego, por Ley de 1890 ya no se consideró 

como requisito indispensable. 

Los  títulos  eran  expedidos  a  medida  que  se  anotaban  en  la  

matrícula,  en tanto  que  los  documentos  originales  se  protocolizaban  

y,  concluida  la Revisita,   se   archivaban   en   la   Notaría   de   Hacienda   

(ahora   Notaría   de Gobierno).  Los  títulos  de  propiedad  contenían  el  

nombre  y  apellido  del propietario, la designación de los terrenos, sus 

linderos, valor calculado y la cuota del impuesto. También se hacía 

mención de los pastizales, abrevaderos y bosques, cuyo uso común 



hubiera sido declarado (Decreto Diciembre 1874, cit. por Hernáiz y 

Pacheco, 2000). 

Según  Ramiro  Barrenechea  (2000),  “las  revisitas  acabaron  por  

modificar drásticamente  la  tenencia  de  la  tierra.  Si  en  el  siglo  XIX,  

todavía  la comunidad era la principal forma de propiedad agraria, durante 

la primera mitad  del  siglo  XX  ésta  se  reduce  hasta  una  tercera  parte  

de  lo  que  al fundarse la República significaba… En efecto, cuando Bolivia 

se constituía en 1825, se encontraban registradas 11.000 comunidades; 

en 1953, cuando se produce la Reforma Agraria sólo quedaban 3.783”. 

“Al  no  haberse  desarrollado  un  aparato  productivo  industrial,  

no  pudo aplicarse, tampoco, la sustitución de importaciones y el país 

quedó inerme a merced de las potencias que determinaban el precio del 

estaño, al no poseer Bolivia   ni   siquiera   fundiciones   que   permitieran   

incorporar   algún   valor agregado y negociar más fluidamente con estaño 

metálico. Los hacendados buscaron  que  la  crisis  se  descargara  en  las  

espaldas  de  los  “indígenas” comunarios, colonos o piqueros. Aumentaron 

las gabelas y exigencias contra éstos y se hizo más patente el despojo de 

tierras por una parte y la abolición legal de las comunidades, por otra, 

representa Barrenechea.35 

En muchos casos los fraudes y violencias se realizaban en 

complicidad con las Mesas Revisitadoras que, como acabamos de ver, 

estaban facultadas por ley para disponer la venta de una comunidad. 

“El título de Revisitador se convirtió en símbolo de usurpación. No 

se trataba de  una  usurpación  descarada  y  violenta  como  en  la  
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tenebrosa  época  de Melgarejo.   Esta   era   una   usurpación   protegida   

por   leyes,   decretos, resoluciones que se fueron dictando durante quince 

años. Ese fue el tiempo que duró la refeudalización del país. Así se 

originaron extensos latifundios, en  los  que  el  indio  fue  reducido  a  

servidumbre  sin  perder  la  esperanza  de reivindicar lo que considera 

hasta ahora como herencia de sus antepasados”.(CENSED: 1986) 

1.8. Política liberal de colonización 

Bajo este mismo titular, Ramiro Barrenechea destaca que la 

“frontera agraria institucional” fue ampliada hacia las tierras del oriente y 

del norte del país, a  través  del  Decreto  Supremo  promulgado  el  8  de  

marzo  de  1900,  que establece un “Territorio Nacional de Colonias” con 

una extensión de 309.227 kilómetros cuadrados, en el norte amazónico 

del país. 

“Por  este  medio  se  intentó  planes  para  desarrollar  la  producción  

en  esas tierras, otorgándolas a las empresas que explotaban goma y otros 

productos, con  atribuciones  para  nombrar  autoridades  como  

Corregidores,  Jefes  de Tribu,  Alcaldes  de  Campo,  etc.”.Además  de  

concesiones  a  empresarios bolivianos,   fueron   hechas   también   otras   

a   empresas   extranjeras   “que pudieran  realizar  inversiones  de  capital  

fresco,  en  el  marco  de  la  libre concurrencia”.36 

Algunas  de  las  principales  concesiones  que  el  autor  

mencionado  identifica, fueron las siguientes: 

➢ Bolivian  Sindicate,  empresa  estadounidense,  que  recibió,  por  

treinta años la concesión de 200.000 kilómetros cuadrados en los 

territorios del Acre  mediante  contrato  suscrito  el  11  de  julio  de  

                                                 
36 Ídem 



1901.  Todo  este territorio fue perdido por Bolivia y luego anexado 

al Brasil. 

➢ L’Africaine, empresa belga que recibió la concesión de “4 lotes de 

tierras fiscales  de  cien  leguas  cuadradas  cada  uno  (…)  teniendo  

además  la compañía el derecho a obtener 16 lotes más, de igual 

medida, a título de compraventa   y   a   razón   de   cinco   centavos   

la   hectárea”.   Hay   que considerar que cada bloque de 4 lotes 

equivalía a un millón de hectáreas. 

El contrato fue aprobado por Ley del 13 de Diciembre de 1901. 

➢ Bolivian Company en Caupolícán y Larecaja. En diciembre de 1901 

➢ se  aprobó  la  Ley  que  homologaba  el  contrato  con  esta  empresa  

que recibía  en  calidad  de  “derecho  exclusivo  de  propiedad”  la  

extensión  de quince   mil   millas   cuadradas   (3.885.000   Has.),   en   

las   provincias Caupolícán y Larecaja de La Paz. 

➢ Compañía  Exploradora  de  Bolivia  en  el  Chapare.  En  1903,  se  le 

otorgó  a  esta  compañía  100  leguas  cuadradas  (250.000  Has.)  en  

el Chapare, Cochabamba. 

➢ Sindicato  de  Fomento  del  Oriente  Boliviano.  Por  leyes  de  1905  y 

1908,  obtuvo  el  derecho  de  adquirir  12,5  millones  de  hectáreas,  

a  10 centavos la hectárea. 

➢ Nacional City Bank y Séller Company of New York. Por Ley del 27 de 

noviembre de 1906, podía “adquirir hasta mil leguas cuadradas de 

tierras de propiedad fiscal, en cualquier lugar de la República, al precio 

de diez centavos por hectárea”. 

➢ Saudt   y   Cia.,   de   Berlín.   Por   Resolución   Suprema   se   le   

adjudica “cuatrocientas leguas de terrenos apropiados a la agricultura 

y crianza de ganado en el Gran Chaco”. 

➢ Eastern Bolivia Railway Company.  Por  Ley  del  23  de  septiembre  

de se  le  transfiere  dos  mil  leguas  cuadradas,  por  el  “precio  de  



diez centavos  la  hectárea  de  terrenos  apropiados  para  la  

agricultura  y  la ganadería” en el Gran Chaco. 

➢ Patiño  Mines  &  Enterprices.  En  noviembre  de  1911  se  le  adjudican 

doscientas  leguas  cuadradas  (500.000)  hectáreas)  en  la  región  de  

la influencia  de  los  ríos  Chapare,  Mamoré  e  Isidoro  “al  precio  de  

diez centavos por hectárea”. 

➢ Horacio  Ferrecio.  El  30  de  noviembre  de  1911,  mediante  Ley  de  

la República se adjudica a este empresario “hasta cuatrocientas leguas 

de terrenos fiscales, junta o parcelas, en cualquier parte del territorio 

de la República donde se encuentren disponibles”. 

➢ The  Madeira  Mamore  Railway.  Mediante  Ley  del  4  de  diciembre  

de 1911 “el Estado se obliga a vender a este empresa la extensión de 

mil quinientas leguas cuadradas, cuya ubicación se fijará de acuerdo 

con la empresa”. 

➢ Bolivia Development and Colonizacion Company. Por Ley del 30 de 

noviembre  de  1911,  se  le  concede  el  derecho  de  “adquirir  mil  

leguas cuadradas de cinco kilómetros por legua de tierras baldías”. 

Así, la estrategia liberal para ocupar tierras vacantes de los Territorios de 

las Colonias incorpora, según Barrenechea, “un nuevo tipo de propiedad agraria: 

la hacienda capitalista transnacional”. 

1.9. Las piquerías y el minifundio 

Según Barrenechea, “la piquería tuvo su origen remoto en la conquista y 

la colonia,  cuando  soldados  y  mestizos,  accedieron  a  pequeñas  parcelas  de 

tierra por la vía del reparto, la compra o la transferencia forzada por la usura, pero  

se  convirtió  en  una  forma  de  propiedad  agraria  de  importancia  en  la 

República, con la desmovilización de las montoneras libertarias y la crisis de la 

producción agropecuaria que provocó la fragmentación de la tierra tanto de las 

haciendas cuanto de los ayllus y la propiedad fiscal”. 



El piquero “es un productor mercantil simple que posee un pedazo de tierra 

que  no  es  todavía  una  hacienda,  pero  tampoco  tiene  patrón  aunque  está 

obligado a ciertas prestaciones en la hacienda original fragmentada. Es un 

labrador  que  trabaja  su  tierra  directamente  junto  a  su  familia  y  no  un 

agricultor que posea tierras más extensas, utilizando para ella mano de obra extra 

a jornal o aparcería;  mucho menos es propietario, es decir, hacendado 

terrateniente, dueño de una finca cuyas tierras fueron cultivadas por colonos, 

arrendatarios o siervos”. 

Alberto Rivera, en su libro “Los terratenientes de Cochabamba” (citado 

por Barrenechea)   ofrece   la   cifra   de   15.122   propiedades   agrarias   en   

ese Departamento, en 1883, fragmentadas para 1929 en 33.210 sin que se haya 

ampliado la frontera agrícola. 

El  mismo  Rivera  identifica  como  grandes  latifundistas  a  561  personas  

que tenían fincas de más de 500 hectáreas, cantidad que representa el 1,7% del 

total de propietarios agrarios. 

“Según la CEPAL, al promediar el siglo XX, la superficie cultivada en 

Bolivia alcanzaba a 350.000 Has. Lo que significa el 2.1% del territorio nacional. 

Sin embargo, la superficie titulada, es decir la propiedad de la tierra, en base de 

datos  del  oficial  Consejo  Nacional  de  Reforma  Agraria  sobre  superficie 

afectada, representaba, para 1953, 31.203.184 hectáreas.  

Es decir, casi cien veces más que la superficie cultivada. De acuerdo con 

Fausto Beltrán y José Fernández,  el  4,5%  de  hacendados  tenía  el  70%  de  

la  propiedad  agraria, correspondiendo al 95.5% de la población rural el 30% de 

la superficie, entre tierras de comunidad y piquerías”. 

Es indudable, concluye Barrenechea, que “cada una es una categoría 

social muy bien definida en la que el piquero está en la más baja escala social de 

dueños de tierras, sólo por encima de los comunarios de los ayllus, frente a los  

cuales  opera  como  patrón  imponiéndoles  gabelas  y  servicios  gratuitos. Los 



impactos de la crisis, agudizada por el librecambismo, multiplicaron las piquerías 

en Cochabamba, Chuquisaca, Potosí y La Paz”. 

Como se puede apreciar, además del conflicto entre comunidad y 

hacienda y productores de hacienda versus productores independientes, en lo 

político, las principales decisiones relativas a la reforma agraria se caracterizaron 

por una pugna también entre conservadores y liberales. 

Los   primeros   propugnaron   políticas   orientadas   a   suprimir   el   

vínculo propietario  entre  el  indígena  y  la  tierra,  con  la  finalidad  de  establecer  

el régimen de haciendas y someter a los indígenas al sistema servidumbral del 

colonato. Los segundos pretendieron reconocer los derechos indígenas sobre las 

tierras y eliminar la servidumbre. Al final, con ambas corrientes perdieron los   

indígenas,   porque   sus   derechos   no   fueron   respetados   o   fueron 

distorsionados. 

En  este  contexto  “las  haciendas  en  manos  del  4.5%  de  los  

propietarios concentraban el 70% de la propiedad agraria en unidades superiores 

a las 1000 hectáreas, cuyo sistema productivo no permitía ocupar más del 3% de 

estas  tierras;  asimismo  tenían  cautiva  a  una  masa  laboral  de  un  millón  y 

medio de personas, la mitad de la población nacional”.37. 

1.10. La Sociedad Rural Boliviana 

La reacción de los terratenientes ante lo acordado en el Congreso 

Indígena no  se  dejó  esperar.  Semanas  después,  a  través  de  la  “Sociedad  

Rural Boliviana”, deciden enfrentar las medidas del gobierno. Lo hacen utilizando 

varios recursos, entre ellos,  el  siguiente Manifiesto  que  es  presentado a la 

convención  del  entonces  opositor  Movimiento  Nacionalista  Revolucionario 

(MNR). 

                                                 
37 Almaraz, Alejandro. En: Rojas C., Juan Carlos: 2007 



➢ Las comunidades representan un peso muerto en la economía nacional. 

Deben convertirse en sociedades cooperativas. 

➢ La   expropiación   inmediata   de   las   haciendas   provocaría   una   crisis 

alimentaria sin paralelos. Y la expropiación gradual no sería menos grave 

ya que desestimularía inversiones y trabajos. 

➢ La sindicalización de los campesinos haría que los mismos abandonen la 

producción y se dediquen sólo a la política. 

➢ No  sólo  los  indígenas  son  campesinos.  Lo  son  también  los  

propietarios que  son  los  directores  de  la  producción,  sin  cuyo  concurso  

no  sería posible la misma. 

➢ La  demanda  de  dotación  de  tierras  paralizaría  las  haciendas  ya  que  

se despojaría  a  los  hacendados  y  mientras  se  tramita  la  dotación,  

ningún campesino trabajaría. 

➢ Quebrarían el Banco Agrícola y otras instituciones de crédito porque los 

nuevos  propietarios  no  tendrían  la  “capacidad  moral”  para  pagar  sus 

deudas. 

➢ Debe  empezarse  sólo  con  las  tierras  de  comunidad  convirtiéndolas  

en empresas cooperativas y sobre su experiencia económica y social 

pensar en cambios agrarios. 

Este manifiesto no fue aprobado por quienes participaban en la 

Convención, tras lo que el partido derribado del gobierno junto a Villarroel se 

convierte en el instrumento que articularía por entonces la lucha contra la Rosca 

Feudal- Minera, caracterizada por una serie de enfrentamientos que culminan 

con el colgamiento del presidente en un faro ubicado frente al Palacio de 

Gobierno, en la Plaza de Armas de la ciudad de La Paz. 

 

Este asesinato, lejos de significar un escarmiento para los alzados, 

impulsó un proceso más orgánico de acumulación y potenciamiento de fuerzas 

que en términos de sublevaciones alcanzaron su mayor intensidad entre 1947 y 



1952.   Las   sublevaciones   campesinas   son   poderosas   movilizaciones   de 

hombres, mujeres y niños armados con lanzas, picotas, azadones, warak’as y   

dinamita,   que   sembraban   preocupación   y   terror   en   la   oligarquía 

terrateniente (CENSED: 1985). 

Muerto  Villarroel,  en  julio  de  1946,  se  instala  en  el  país  una  Junta  

de Gobierno que abriría paso al sexenio y, por extensión y consecuencia, a la 

revolución   popular   de   1952.   El   nuevo   régimen   deja   en   el   olvido   las 

disposiciones que habían logrado los colonos. La Sociedad Rural pide que el 

Estado se haga cargo de las escuelas en sus haciendas; el pongueaje y los 

servicios gratuitos no se suprimen. 

Esto  provoca  la  sublevación  indígena  en  todo  el  país.  Los  focos  más 

importantes  son  la  región  del  Lago  Titicaca  y  la  provincia  de  Ayopaya  en 

Cochabamba. En enero de 1947, 200 caciques en Pucarani piden ejercer el 

derecho a la sindicalización, nuevas escuelas y la abolición del pongueaje. 

Ante  el  rechazo  de  las  autoridades  de  estas  demandas,  la  

movilización indígena se intensifica tanto como la represión policial y militar. Por 

primera vez,  1.500  indios  en  Ayopaya  exigen  el  inmediato  reparto  de  las  

tierras, amenazando con no volver a sus labores y atacar a las ciudades si no 

son escuchados. Cientos de indígenas y colonos fueron asesinados, decenas de 

dirigentes   fueron   detenidos   y   confinados   en   la   isla   Coati   y   a   puntos 

inhóspitos del oriente del país. La sublevación apenas pudo ser controlada. 

Estas fueron las condiciones estructurales que dieron lugar a la Revolución 

de corte nacionalista en 1952 y que mantenían a Bolivia anclada en la época 

feudal y la alejaban de las posibilidades de desarrollo con sentido propio en un 

mundo que sufría cambios rápidos. 

1.11. Abril de 1952 



En   las   elecciones   de   mayo   de   1951,   el   Movimiento   Nacionalista 

Revolucionario  (MNR)  resultó  victorioso,  pero  ese  triunfo  en  las  urnas  es 

desconocido por el entonces presidente Mamerto Urriolagoitia, siendo éste el 

motivo por el que el MNR entra en la conspiración golpista. El golpe estalla el 9 

de  abril de 1952; al principio parecía consolidarse, pero el comandante del  

Ejército  contragolpea  al  día  siguiente  detonando,  de  esa  manera,  una 

confrontación armada. 

“Lo que inicialmente parecía un forcejeo entre Ejército y MNR se amplía 

por la irrupción formidable y vigorosa de obreros y sectores populares urbanos 

que,  asaltando  cuarteles  y  enfrentando  militarmente  al  Ejército,  logran 

derrotarlo; fueron tres días de intensa lucha en las ciudades de La Paz, Oruro y 

las minas. Los campesinos no participaron directa ni masivamente en las calles 

durante la insurrección de abril; movilizados controlaban el campo y estaban  en  

estado  de  alerta,  es  por  ello  que  el  Ejército  no  se  replegó  al campo y 

prefirió resistir en la ciudad”. (CENSED: 1985). 

A la destrucción del Ejército siguió la conformación de las milicias 

armadas; las   primeras   fueron   obreras   y   también   se   conformaron   en   

barriadas populares de las ciudades, agrupadas en comandos zonales que 

respondían a la dirección política del MNR; luego se constituirían las milicias 

campesinas. 

“Triunfante   la   revolución,   consolidado   el   gobierno   revolucionario,   

el movimiento  campesino  despliega  un  formidable  proceso  de  movilización 

cuyos núcleos más avanzados están ubicados en Ucureña, en el Valle Alto de 

Cochabamba;  Achacachi,  en  la  provincia  Omasuyos,  norte  de  La  Paz  y 

Chayanta,  en  el  norte  de  Potosí.  En  estas  movilizaciones  el  objetivo  fue 

expulsar  a  los  patrones  de  las  haciendas.  Al  mismo  tiempo,  la  experiencia 

acumulada desde la época del gobierno de Toro en torno a la organización en 

sindicatos, se hizo general y masiva”. (CENSED: 1985) 

2. El Problema de la Propiedad y la Tenencia de Tierras 



El régimen monárquico de España respetó, no obstante su poder y 

dominio en el Nuevo Mundo que descubrió en 1492 y que hegemonizó desde 

1533, la  propiedad  comunal.  Desde  ese  año,  cuando  el  Ejército  español  de  

400 hombres derrota en Cajamarca, actual frontera entre Perú y Ecuador, a los 

40.000 soldados inermes del inca Atahuallpa, Madrid reconoció la propiedad 

colectiva  e  inalienable  de  la  tierra,  lo  mismo  que  el  sistema  político  y 

organizativo de las comunidades originarias. 

Desde  fundada  la  Audiencia  de  Charcas,  en  1559,  cuando  el  Consejo  

de Indias  consideró  necesaria  la  implantación  de  un  poder  en  el  corazón 

geográfico   del   continente,   se   registraron   titulaciones   a   favor   de   las 

comunidades indígenas. 

El  monarca  Felipe  II,  por  ejemplo,  reconoció  el  derecho  de  los  indios  

a “disfrutar” el producto de la tierra, en base del principio de uso inmemorial que  

desplegaron  los  miembros  de  las  comunidades  precolombinas.  Las 

titulaciones se registraron sin contratiempos hasta el freno que colocó en el 

proceso la política boliviana de las Revisitas, ejercitada la segunda mitad del siglo 

XIX. 

 Al  mismo tiempo  que  Madrid  dotaba a sus  colonizadores de  tierras,  

con  lo que   se   instituyó   el   sistema   de   la   Hacienda/Encomienda,   permitió   

la coexistencia de la propiedad comunal. 

Así,  bajo  ese  signo,  triunfó  la  guerra  de  16  años  de  la  independencia  

y  la naciente República de Bolivia homologó ambos sistemas, uno de los cuales 

comportó sin embargo el trabajo servidumbral, la hacienda medieval. 

La nueva República endosó el cáncer que representaba el trabajo gratuito, 

cuatro días a la semana en provecho del patrón a cambio de la explotación de 

una parcela de 200 m2 para la sobrevivencia del trabajador y su familia, a quien, 

por si fuera poco, se le gravó un tributo indigenal que representaba el 38% del 

presupuesto del gobierno central. 



El dilema institucional de la República fue la mutua exclusión de la 

hacienda y  la  propiedad  comunal  o,  al  menos,  la  absorción  de  la  segunda  

por  la primera. 

Ese  fue  el  origen  de  la  Exvinculación,  una  política  criolla,  fruto  de  

la idiosincrasia altoperuana, que no hizo más que legalizar el despojo, -brutal, 

como fue el caso en los seis años de gobierno de Mariano Melgarejo (1865- 71)- 

de las tierras de los indios. 

En  su  carta  política  de  1825,  el  mismo  Simón  Bolívar  perfiló  una  

sociedad señorial,  al  estilo  de  las  que  se  imponían  en  la  Europa  liberal  del  

nuevo régimen instaurado por la revolución francesa. 

 La   política   de   expoliación   de   tierras   comunales   de   Melgarejo   

fue perfeccionada  durante  la  administración  del  presidente  Tomás  Frías  

quien promulgó el decreto de Exvinculación y abrió paso a la instrumentación de 

las Revisitas, misiones oficiales encargadas de consumar, in situ, la política de la 

usurpación de tierras comunitarias. 

La   usurpación   oficial   de   tierras   colectivas   de   indígenas   desbarató, 

literalmente, la comunidad, principal forma de propiedad agraria al nacer el 

República  en  1825,  al  punto  que  de  las  11.000  comunidades  ese  año,  en 

1953,   implantada   la   reforma   agraria,   sólo   existían   3.783,   pese   a   la 

resistencia  indígena,  patente  desde  la  sublevación  de  los  guaranís  en 

Kuruyuki, en 1881, ahogada en sangre, hasta las acciones del impertérrito Pablo 

Zárate Villca, manipulado por los liberales del amanecer del siglo XX. 

Fueron  los  liberales  bolivianos  que  se  valieron  de  Zárate  Villca  -al  

que acusaron de sedición y mandaron a matar en la hondonada de Chullunquiri 

en mayo de 1903- para trasladar por la fuerza la capital de Sucre a La Paz, con 

el objetivo de administrar las platas provenientes de las indemnizaciones de 

guerra, 3,5 millones de libras esterlinas empozadas por Chile y Brasil y sentar 

una nueva política agraria, con la hacienda capitalista transnacional como  piedra  



miliar,  lo  que  habría  las  compuertas  a  la  prosperidad  de  los gomeros en el 

norte amazónico del país, en el departamento Pando, fundado sobre poco menos 

de 310.000 km2 como el Territorio Nacional de Colonias. 

En ésas y las tierras bajas del nordeste y este tropical bolivianos se 

explotó, además de la goma, la quina -de la que se extractaba la quinina o 

chinchona, para   combatir   el   paludismo   y   la   malaria,   enfermedades   

tropicales-   y petróleo, por parte de un cóctel conformado por aventureros, 

empresarios y técnicos franceses, alemanes y belgas. 

La   consolidación   oficial   de   tierras   a   favor   de   hacendados   criollos   

y extranjeros  y  las  condiciones  desventajosas  en  que  trabajaban  los  colonos 

indígenas, al más puro estilo de los siervos de gleba del medioevo, provocó una  

retahíla  de  levantamientos  indígenas,  entre  los  que  destacan  los  de Santiago 

de Machaca (La Paz) en 1921 y Chayanta (Potosí) en 1927, por la supresión del 

impuesto indigenal. 

La Guerra del Chaco, que enfrentó militarmente a Bolivia y Paraguay entre 

y  1935,  y  que  movilizó  a  miles  de  indígenas  a  la  línea  de  fuego, postergó 

las aspiraciones de las comunidades de ejercer dominio sobre sus tierras,  pero  

asimismo  canalizó  el  proceso  de  sindicalización  comunal  y  el derecho  a  la  

instrucción  de  los  indígenas,  homologado  por  los  militares progresistas de la 

post guerra, desde David Toro hasta Gualberto Villarroel, entre 1936 y 1946. 

En  este  lapso  de  diez  años  las  pretensiones  legítimas  de  las  

comunidades fueron  reprimidas  a  bala  por  los  gobiernos  obsecuentes  al  

poder  de  los barones de la minería, que esgrimieron, como punta de lanza de 

su política inequitativa, la Sociedad Rural Boliviana, organización representativa 

de los hacendados   que,   a   contrapelo   de   sus   intereses,   provocó   la   

irrupción volcánica  de  la  revolución  popular  de  1952  y  la  reforma  agraria,  

un  año después. 

2.1. LA REFORMA AGRARIA 



En  el  marco  de  la  Revolución  Nacional  de  1952,  como  un  

imperativo revolucionario  propio  del  contexto  histórico  de  la  época,  el  

proyecto  de Reforma  Agraria  había  sido  pensado  como  un  acto  de  

justicia  destinado  a liberar al indio de su condición de siervo e incorporarlo 

a la vida ciudadana del  país.  Para  garantizarle  esa  libertad,  había  que  

dotarle  de  una  base material: la tierra y, la tierra debiera ser para quien 

la trabajara. 

Es  por  ello  que  la  abolición  del  latifundio  y  las  formas  de  

explotación servidumbral   significaban el acabóse del sistema feudal. El 

propio Decreto Supremo  3464,  emitido  el  2  de  agosto  de  1953  por  

la  administración  del presidente  Víctor  Paz  Estenssoro  refiere  

explícitamente  ese  propósito,  en tanto: “los campesinos que hubiesen 

sido sometidos al régimen de trabajo y explotación   feudal   (en   su   

condición   de   siervos,   obligados,   arrimantes, pegujaleros, agregados, 

forasteros, y otros) son declarados propietarios de las parcelas que 

poseen y trabajan”. (DL 3464. Art. 78: 1953).38 

“El   argumento   central   desarrollado   en   esta   disposición   legal   

estaba relacionado al hecho de que la tierra en manos de la clase feudal 

era, antes que  un  medio  de  producción,  un  instrumento  de  

especulación,  percibiendo adicionalmente  una  renta  a  costa  del  trabajo  

de  los  campesinos.  Como resultado de la aplicación de la Reforma 

Agraria, el principio de la tierra es de  quien  la  trabaja…  tuvo  la  virtud  

de  anular  un  sistema  inhumano  de percepción de la renta a través de 

la renta en trabajo y especie”. Hernáiz- Pacheco: 2000. 

El principio de que la tierra es para quien la trabaja fue planteado 

ante un sistema de organización agraria que había hecho de la mano de 

                                                 
38 Pacheco,    Pablo.    Estilos    de    desarrollo,    deformación    y degradación de los 

bosques en las tierras bajas de Bolivia. En: La Ley INRA en el espejo de la historia. 

2000. 

 



obra gratuita de los colonos su principal insumo y pudo crearse “un 

importante precedente para  la  interpretación  y  comprensión  de  la  

función  económico-social  en períodos históricos posteriores”. 

Ese  principio,  -concluyen  los  autores  mencionados-  “fue  

incorporado  en  la Constitución Política del Estado de 1961 y aun se 

mantiene en la vigente, el mismo   que   dispone   que   el   trabajo   es   la   

fuente   fundamental   para   la adquisición y conservación de la propiedad 

agraria (Art. 166)… El trabajo es la fuente de adquisición de la propiedad 

durante el proceso de saneamiento, y no así concluido éste, momento en 

el cual la tierra es subastada o dotada y  este  principio  ya  no  permanece  

vigente.  Sin  embargo,  continúa  siendo válido   para   la   conservación   

de   la   propiedad,   durante   y   después   del saneamiento,  el  cual  se  

verifica  a  través  del  cumplimiento  de  la  función económico-social”. 

2.2. Objetivos de la Reforma Agraria 

El  proyecto de Reforma Agraria  fue promulgado  mediante Decreto  

Ley No. 3464 del 2 de Agosto de 1953 y elevado a Ley, el 29 de Octubre 

de 1956, durante la presidencia de Hernán Siles Suazo. Conocida también 

como “Ley de Reforma Agraria”, establecía, tal como se adelantó, que 

cada comunario acceda a una parcela y obtenga su derecho de propiedad 

de la misma. 

En el proyecto de Reforma Agraria fue donde “confluyeron los 

colonos de las haciendas  que  vivían  en  condición  de  siervos  sin  

derecho  a  la  tierra  que trabajaban para el patrón; los indígenas que 

fueron despojados de sus tierras comunales y los movimientos políticos 

(MNR); unos pretendían liberarse de la  servidumbre,  otros  la  restitución  



de  sus  tierras  y,  los  demás,  liberar  las fuerzas  productivas  para  el  

desarrollo  nacional”39   

Los   objetivos   principales   de   la   Reforma   Agraria,   sustentan   tales 

afirmaciones: 

➢ Proporcionar  tierra  labrantía  a  los  labriegos  que  no  la  poseen,  o  

que  la poseen muy escasa, siempre que la trabajen; expropiando para 

ello, las de los latifundistas que las detentan con exceso o disfrutan de 

una renta absoluta no proveniente de su trabajo personal en el campo. 

➢ Restituir a las comunidades indígenas las tierras que les fueron 

usurpadas y   cooperar   en   la   modernización   de   sus   cultivos;   

respetando   y aprovechando, en lo posible, sus tradiciones 

colectivistas. 

➢ Liberar   a   los   trabajadores  campesinos   de   su   condición   de   

siervos, proscribiendo   los   servicios   u   obligaciones   personales   

gratuitas, instituyendo  el  régimen  de  salario  como  única  forma  de  

pago  al  peón agrícola por su trabajo. 

➢ Estimular  la  mayor  productividad  y  comercialización  de  la  industria 

agropecuaria, facilitando la inversión de nuevos capitales, respetando 

a los  agricultores  pequeños  y  medianos,  fomentando  el  

cooperativismo agrario, prestando ayuda técnica y abriendo 

posibilidades de crédito. 

➢ Conservar  los  recursos  naturales  del  territorio,  adoptando  las  

medidas técnicas científicas indispensables. 

➢ Promover  corrientes  de  migración  interna  de  la  población  rural,  

ahora excesivamente   concentrada,   en   la   zona   interandina,   con   

objeto   de obtener  una  racional  distribución  humana,  afirmar  la  

unidad  nacional  y vertebrar  económicamente  al  oriente  con  el  

occidente  del  territorio boliviano. 

                                                 
39 Alejandro  Almaraz (cit. por Juan Carlos Rojas: 2007). 



Según  Rojas,  “el  blanco  de  la  Reforma  Agraria  boliviana  fue  

el  sistema  de hacienda basado en la explotación de la mano de obra 

gratuita de peones en grandes  extensiones  de  tierra  improductiva,  

símbolo  de  la  realidad  agraria hasta  ese  entonces.  De  ahí  que  era  

imperativo  eliminar  el  latifundio  y  la servidumbre, para democratizar el 

acceso a la tierra de manera que cualquier ciudadano pueda ejercer su 

derecho a la propiedad…”. 

Además,   “el   hecho   de   eliminar   el   régimen   de   servidumbre   

pretendía incorporar una importante fuerza de trabajo al mercado laboral, 

como una de las condiciones básicas para el ejercicio de la ciudadanía. 

Esto haría posible la participación de los campesinos en el mercado interno 

como oferentes de productos agropecuarios (especialmente alimentos) y 

fuerza de trabajo, así como  demandantes  de  otros  productos.  La  

condición  de  ciudadanía  se complementó con el derecho al voto y a la 

educación gratuita. 

De  manera  simultánea  se  apostó  a  la  movilidad  social  y  

territorial  de  la población, procurando una mejor distribución en áreas 

poco pobladas. Es así cómo  la  propuesta  se  articula  con  la  necesidad  

de  integrar  el  territorio nacional,  dando  lugar  a  la  denominada  “Marcha  

al  Oriente”,  región  poco poblada  y  aislada  del  centro  económico  y  

político  hasta  entonces.  Estas medidas fueron traducidas, además, en 

estrategias económicas tales como la diversificación económica y la 

sustitución de importaciones. 

Queda claro, entonces, que la política de sustentación de estas 

estrategias, 

“apunta a la transformación radical de la estructura agraria, en 

función del desarrollo nacional, desde una perspectiva capitalista. El haber 

incorporado las formas de Propiedad Mediana y Empresa Agropecuaria en 

el cuerpo de la propuesta, indica que parte de la estructura está orientada 



a incorporar su producción al mercado. Por otro lado, al reconocer la 

Pequeña Propiedad y especialmente  la  Propiedad  Comunaria,  plantea  

(también)  la  existencia  de formas  de  producción  colectiva  cuya  

orientación  no  es  precisamente  la  del mercado”. Rojas J.C.: 2007. 

Pese  a  que  el  decreto  de  1953  establece  una  política  de  

reconstitución  de tierras de la comunidad, fue muy difícil aplicarla en la 

práctica. Los indígenas, convertidos   en   colonos   por   el   régimen   de   

las   haciendas,   serían transformados en “campesinos”, a pesar de que 

seguían produciendo sobre sus mismas tierras de comunidad. 

Uno de los factores que generó tal situación tiene que ver con los 

criterios que la norma establecía para clasificar las tierras según zonas y 

sub zonas, clasificación  que  fue  el  parámetro  aplicado  para  establecer  

los  límites máximos  tanto  para  la  dotación  como  para  la  adjudicación  

de  tierras,  tal como puede observarse en los siguientes cuadros: 

 

 

 

 

2.3. CLASIFICACIÓN EN ZONAS Y SUB ZONAS 

 
 



 
 

FUENTE DE ELABORACIÓN Decreto Ley Nº 3464 de Reforma Agraria, del 2 de agosto de 1953. 
 
 

 
 

FUENTE DE ELABORACIÓN Decreto Ley Nº 3464 de Reforma Agraria, del 2 de agosto de 1953. 
 
 
 
 

2.4. Tipos y Límites de la Propiedad de la Tierra 



Además, como una manifestación clara y concreta acerca del 

razonamiento técnico  productivo  que  se  promovía  desde  el  Estado,  la  Ley  

de  Reforma Agraria apuntó a la consolidación o dotación de grandes superficies 

de tierra para la crianza de ganado, particularmente el vacuno: 

•    500 hectáreas para la pequeña propiedad ganadera 

•    2.500 hectáreas para la mediana propiedad ganadera 

•    50.000 hectáreas para la gran empresa ganadera, sujetando está superficie a 

la exigencia de que ésta tenga 10 mil cabezas de ganado mayor. 

•    En  términos  generales,  se  destina  5  hectáreas  de  pastos  naturales  para  

cada cabeza de ganado mayor. 

Resultados alcanzados: 1953-1993 

En  base  de  los  criterios  mencionados,  entre  1953  y  1993  se  distribuyeron 

57.3   millones   de   hectáreas   de   los   casi   110   millones   de   hectáreas 

(109.858.100,0000)   que   tiene   en   total   el   territorio   boliviano; esta 

distribución se realizó entre propiedades pequeñas, medianas, comunarias y 

empresas  agropecuarias  para  un  total  de  759.436  beneficiarios,  entre 

propietarios individuales y colectivos. 

En  el  cuadro  siguiente  se  presentan  datos  oficiales  acerca  de  la  superficie 

distribuida por beneficiario según períodos quinquenales (lustros).40 

 

 
 
 
 
SUPERFICIE DISTRIBUIDA POR BENEFICIARIO  SEGÚN PERÍODOS QUINQUENALES 

(1953 – 1993) 

 

                                                 
40 Plan  Nacional  de  Desarrollo.  Bolivia  digna,  soberana,  productiva  y democrática.   2006-2010.   
Ministerio   de   Planificación   y   Desarrollo. 2006. 

 



 

 
 

Por  lo  visto,  en  el  quinquenio  1969-1973  se  distribuyeron  poco  más  

de  9 millones   de   hectáreas   (15.86%).   Recordemos   la   inestabilidad   política 

vigente, el protagonismo central de los militares y, a través del Pacto Militar 

Campesino, la adhesión lograda entre las masas campesinas. 

En  el  quinquenio  1974-1978  se  distribuyeron  17.4  millones  de  

hectáreas (30.4%), en medio de un contexto definido por la dictadura de Hugo 

Banzer Suárez., que gobernó bajo un régimen de mano dura eliminando cualquier 

oposición a su gobierno. 

En  el  quinquenio  1989–1993  se  distribuyeron  13.6  millones  de  

hectáreas (23.7%) en un ambiente institucional de inocultable corrupción a pesar 

de la presencia  de   un  gobierno  que  se  reconocía  democrático,  formado  por  

la coalición  del  socialdemócrata  Movimiento  de  la  Izquierda  Revolucionaria 

(MIR), del entonces presidente Jaime Paz Zamora, y la conservadora Acción41 

Democrática Nacionalista (ADN, organización política con que Banzer 

Suárez se  convierte  a  la  democracia  y  defiende  en  el  Congreso  de  un  

                                                 
41 Plan  Nacional  de  Desarrollo.  Bolivia  digna,  soberana,  productiva  y democrática.   2006-2010.   
Ministerio   de   Planificación   y   Desarrollo.2006. 

 



juicio  de responsabilidades radicado por el socialista Marcelo Quiroga Santa 

Cruz en 1979), a la cabeza de aquél. 

Estos   tres   fueron   los   períodos   en   que   mayor   cantidad   de   tierras   

se distribuyeron.  En  conjunto,  alcanzan  el  70%  de  las  57.3  millones  de 

hectáreas distribuidas en 40 años; es decir, entre 1953 y 1993. 

Varios  autores  coinciden  que,  entre  las  razones  por  las  que  se  

alcanzaron esos niveles de distribución, figura una primaria, que la tierra fue 

utilizada por  tales  gobernantes  para  favorecerse  a  sí  mismos,  para  pagar  

favores políticos o para conseguir el apoyo de ciertos sectores sociales al 

gobierno. 

En el marco de la “Marcha hacia el Oriente”, la mayor cantidad de tierras 

fue distribuida en los departamentos y macroregiones que actualmente forman 

parte de las tierras bajas de Bolivia; aspecto que puede evidenciarse en el 

siguiente cuadro: 

SUPERFICIE DISTRIBUIDA POR BENEFICIARIO SEGÚN DEPARTAMENTO (1953-

1993) 

 

La superficie total distribuida en el periodo 1953 – 1993 representa el 52% 

de  las  casi  110  millones  de  hectáreas  que  en  términos  de  superficie  tiene 

Bolivia. 



Desde la perspectiva departamental, vemos que donde más tierra se había 

distribuido  fue  en  el  minero  Oruro,  enclavado  en  los  Andes  de  Bolivia, 

abarcando al 76% de su territorio; al contrario, en Pando se había abarcado tan 

solo al 14% de su territorio. 

 

En  Santa  Cruz  y  Beni,  emplazados  respectivamente  en  el  tropical  

Escudo Brasileño  y  en  la  Amazonia  bolivianos  se  distribuyó  el  58.26%  de  

las  57 millones  de  hectáreas  asignadas  entre  1953  y  1993,  al  16.43%  de  

los beneficiarios. Santa Cruz y Beni, en el oriente y nordeste de Bolivia 

respectivamente, son los departamentos más extensos del país, pues juntos 

abarcan el 53.17% del territorio nacional, con una población que alcanza al 

34.27% en relación al total (Censo 2001). 

 

Paradójicamente,  en  los  departamentos  andinos  y  subandinos  de  La  

Paz, Cochabamba y Potosí que, según el Censo del 2001, concentran el 65.72% 

de la población y representan el 30,78% del territorio nacional, se distribuyó el 

26,46% del total de tierras al 71.32% de los beneficiarios 

 

Sin duda, la distribución en Beni y Santa Cruz dio lugar a la expansión de 

la frontera   agrícola   y   el   potenciamiento   de   la   producción   agropecuaria. 

Favoreció al proceso un consistente respaldo económico a través de créditos 

destinados  a  promover  la  producción  capitalista  agropecuaria  mediante  el 

fomento preferencial a la mediana propiedad y a la empresa agropecuaria. 

 

Esta relación inversamente proporcional entre tierra y población, tiene que 

ver  con  el  propio  desarrollo  de  la  economía  en  Bolivia,  concentrada  en  la 

minería  de  las  regiones  de  altura,  allí  donde  se  desplegaron  las  mayores 

acciones estatales. A partir de esta constatación y de la experiencia vivida en la 

Guerra del Chaco es que el gobierno del MNR decide impulsar la “Marcha al   

Oriente   Boliviano”   y   la   incorpora   entre   sus   principales   acciones 

estratégicas. 



Es  también  sabido  que  desde  la  época  de  la  Colonia  española,  las  

tierras bajas  de  Bolivia  fueron  objeto  de  conquista,  por  vía  de  la  política  

de catequización  de  la  Iglesia  (de  Roma),  propulsada  desde  Madrid,  o  de  

las milicias, acciones que, pesar de todo, no prosperaron debido a la resistencia 

indígena y las condiciones que impone en esos parajes la propia naturaleza. 

 

Empero,  cuando  las  campañas,  especialmente  militares,  tenían  “éxito”,  

los vencedores  eran  premiados  con  extensas  tierras,  población  incluida  en 

condición de servidumbre (encomiendas). 

 

En el período 1953 – 1993 quedó demostrado que la “ciudadanía” 

otorgada a los campesinos no incluía a la sociedad y el Estado, a los pueblos 

indígenas de  tierras  bajas,  que  eran  considerados  “tribus  selvícolas”,  

“nómadas”  y “menores de edad” incapaces de valerse por sí mismos, en la vieja 

lógica del Estado en el siglo XIX hasta la insurrección popular de 1952, situación 

que se observa con mayor intensidad que ahora hasta mediados de los años 80. 

 

Por  esta  razón,  la  superficie  distribuida  en  los  departamentos  del  Beni  y 

Santa Cruz, afectó seriamente a territorios de influencia indígena, efecto que 

posteriormente se pondría de manifiesto. 

DISTRIBUCIÓN DE SUPERFICIE POR BENEFICIARIO 

SEGÚN INSTITUCIÓN 

(1953 – 1993) 

 

 

 



En el marco de la Reforma Agraria y con el propósito central de ponerla en 

marcha, el 2 de Agosto de 1953 fue creado el Servicio Nacional de Reforma 

Agraria  (SNRA),  conformado  por  el  Presidente  de  la  República,  el  Consejo 

Nacional de Reforma Agraria (CNRA) integrado por 9 miembros, los Jueces 

Agrarios, las Juntas Rurales de Reforma Agraria y los Inspectores Rurales. 

 

De   acuerdo   con   los   planes   del   gobierno   del   MNR,   presidido   

por   Paz Estenssoro  en  su  tercera  administración  e  interrumpido  por  el  

golpe  de Estado encabezado por el coronel René Barrientos Ortuño, el 4 de 

noviembre de 1964, la primera fase de la Reforma Agraria, o sea la fase 

propiamente jurídica  o  de  titulación,  debía  estar  concluida  antes  de  1968  

para  iniciar inmediatamente la segunda fase, es decir la organización de la 

producción, encarando desde el punto de vista económico, técnico y social, “el 

desarrollo integral de la vida del campesino boliviano” (Ley de Reforma Agraria, 

1953). 

 

En tal sentido, se estableció que la distribución de las tierras se efectuaría 

bajo  dos  modalidades:  la  dotación  a  título  gratuito  a  cargo  del  CNRA,  y  la 

dotación  a  título  oneroso  a  cargo  del  Instituto  Nacional  de  Colonización 

(INC), entidad que sería creada exclusivamente para “distribuir” en zonas de 

colonización, propiedades pequeñas en superficies entre 10 y 50 hectáreas. 

 

El CNRA nació con la Ley de Reforma Agraria y funcionó entre 1953 y 

1992, respondiendo  a  la  demanda,  es  decir,  atendiendo  a  las  solicitudes  

que realizaban las personas interesadas. Tenía competencia en todo el territorio 

nacional, excepto en las áreas de colonización a partir de 1965, año en que es 

creado el INC. 

 

 

 



El INC fue creado como la institución encargada de la distribución de 

tierras según  planes  de  colonización  específicos.  Por  tanto  su  funcionamiento  

se basaba,   al   menos   en   teoría,   en   la   oferta   de   tierras   organizando 

asentamientos en áreas previamente identificadas; sin embargo, la dinámica en  

la  apropiación  de  las  tierras  sobrepasó  su  capacidad  y  acabó  también 

respondiendo  a  la  demanda,  legalizando  asentamientos  espontáneos.  Su 

radio de acción se circunscribió a la zona geográfica del Subtrópico y cesó en su 

funcionamiento en 1992. 

 

Es cierto que con la creación del INC se pretendió ampliar las posibilidades 

de  distribución  de  la  tierra;  sin  embargo,  en  los  hechos,  se  dio  paso  “a  la 

coexistencia   de   dos   organismos   con   similares   funciones,   tomando   la 

distribución de tierras rumbos anárquicos y confusos toda vez que   ambas 

entidades fueron confundiendo sus atribuciones, generando conflictos sobre la 

tenencia de la tierra, así como desconfianza e inseguridad jurídica entre los  

campesinos  y  colonizadores”42. 

 

Desde  un  principio,  el  CNRA,  contrariando  la  propia  Ley  fundamental  

“…se atribuyó la función jurisdiccional omnímoda en materia agraria, se convirtió 

nada  más  que  en  una  simple  judicatura,  en  la  que  pronto  invadieron  los 

peligrosos virus de la deshonestidad, de la ignorancia y de la negligencia”.43. 

 

Por lo visto en el cuadro de distribución de superficie por beneficiario, 

según institución (pág. 53), a través del CNRA se distribuyeron de manera 

gratuita 55.1  millones  de  hectáreas,  lo  que  representa  el  96,24  %  de  la  

tierra distribuida a 704.100 beneficiarios, cifra que corresponde al 92.71% del 

total de los beneficiarios. 

 

                                                 
42 Martha  Bozo  E.  Ministra  de  Desarrollo Sostenible. Memoria Anual del INRA: 

2005 
43 D’avis: 1959, citado por Hernáiz y Pacheco: 2000 



Mediante   el   INC   se   distribuyeron,   simultáneamente,   2.1   millones   

de hectáreas,  lo  que  representa  el  4%  de  la  tierra  distribuida  a  54.988 

beneficiarios, cifra que corresponde al 7% del total de los beneficiarios; en este  

caso,  con  un  promedio  de  38  hectáreas,  equivalente  a  una  pequeña 

propiedad en la zona de subtrópico. (Balderrama-Suñagua: 2002). 

 

Es  importante  destacar  también  que  el  96,24%  de  la  tierra  fue  

distribuida gratuitamente  al  92.71%  de  los  beneficiarios  y  que  sólo  2.1  

millones  de hectáreas fueron pagadas al Estado por 54.988 beneficiarios, en su 

totalidad colonizadores,  que  se  adjudicaron  propiedades  pequeñas  no  

mayores  a  50 hectáreas (en los Yungas de La Paz, el Chapare de Cochabamba 

y el norte de Santa Cruz); lo que sugiere que el gobierno instalado como efecto 

de la revolución  de  1952  apostó  por  el  acceso  a  la  tierra  pensando  en  que  

esta medida también generaría ingresos importantes para la economía nacional, 

como se puede observar en el siguiente cuadro: 

SUPERFICIE DISTRIBUIDA POR BENEFICIARIO SEGÚN CLASE DE 

PROPIEDAD 
(1953-1993) 

 

 

De  los  datos  en  el  cuadro  se  infiere  que  la  Propiedad  Comunaria  

fue favorecida tan sólo con el 21.45% de la superficie total distribuida al 43.90% 

del total de beneficiarios y que la Pequeña Propiedad y el Solar Campesino 

recibieron juntas no más del 8% de la tierra distribuida, sumando también entre 

ambas el 11% de la propiedad privada individual. 

 

Este   dato   porcentual   revela,   además,   que   fueron   la   fortaleza   y   

la consecuencia   de   las   organizaciones   comunales   las   que   permitieron   



el reconocimiento de sus tierras y no necesariamente el resultado de políticas 

emprendidas por parte del Estado para favorecerlas. 

 

Al  contrario,  queda  claro  que  la  Propiedad  Mediana  y  Grande  eran  

las preferidas,  puesto  que  entre  ambas  llegaron  a  recibir  el  68.98%  de  la 

superficie favoreciendo tan sólo al 18.51% del total de beneficiarios44. 

 

En lo que hace a la propiedad privada individual, se evidencia que la 

Empresa Agropecuaria es la que consigue el 40% de la tierra distribuida, en favor 

del 2% de los beneficiarios. La Mediana Propiedad se favorece con el 28% de la 

tierra distribuida, en favor del 16% de los beneficiarios Entre la Empresa 

Agropecuaria y la Mediana Propiedad recibieron entonces 

el  68%  de  la  superficie  total  distribuida  y  el  89%  de  la  superficie  de 

propiedad privada individual (44.1 millones de hectáreas). 

 

Los promedios obtenidos en cada uno de estos casos no revelan los 

graves efectos que fue generando el proceso de distribución: el minifundio en 

tierras altas y el latifundio en tierras bajas. 

 

Las   18   hectáreas   como   promedio   de   la   Pequeña   Propiedad   

aparecen distorsionadas  por  las  propiedades  de  colonizadores  en  el  

subtrópico  y trópico   y   las   1.353.1935   hectáreas   de   promedio   para   la   

Empresa Agropecuaria  tampoco  permiten  distinguir  a  las  grandes  

propiedades  y  los procesos simultáneos de concentración de la tierra. 

 

 
 
 

SUPERFICIE DISTRIBUIDA POR BENEFICIARIO SEGÚN TIPO DE 

USO DE LA PROPIEDAD 
(1953 – 1993) 

 

                                                 
44 Rodríguez,   1978.   En:   CENSED.   Historia   de   los   Movimientos Campesinos  en  

Bolivia.  Serie  de  Cuadernillos  de  Educación  Popular. 1985. 



 
 

La  distribución  de  la  tierra  según  el  tipo  de  uso  revela  otros  aspectos 

importantes, ya que en base de ésta se determina el tamaño o límite máximo de 

la propiedad agraria. 

 

Para este efecto, los usos reconocidos por la normativa agraria son, por lo 

general, agrícolas o ganaderos; en este período histórico también se consignó el  

uso  mixto  que  combina  lo  agrícola  y  ganadero  e  incluye  las  tierras  de 

propiedad comunaria aunque los usos que se le dan son más amplios. 

 

Rige también la categoría de Otros, en la que se consideran dotaciones en 

el área rural destinadas a escuelas, campos deportivos, cementerios, puestos 

militares, etc. 

 

Los datos refieren que el 15.20% del total de superficie distribuida es para 

uso  agrícola  y  fue  dotada  al  49.11%  de  los  beneficiarios;  mientras  que  el 

43.5% del total de superficie distribuida es para uso ganadero y fue dotada al 7% 

de los beneficiarios. 

 

Un dato que debe ser tratado con mucho cuidado es el relativo a la 

propiedad mixta -39% de la superficie distribuida para el 42.12% de los 

beneficiarios- más aún si tomamos en cuenta que abarca a la propiedad 

comunaria porque aquí se incluyen múltiples usos o una combinación de uso 

agropecuario. 

El Estado boliviano en 1997, en el eclipse de la administración del 

ultraliberal Gonzalo  Sánchez  de  Lozada  y  en  el  amanecer  de  la  de  su  



sucesor,  Hugo Banzer  Suárez,  calculó,  por  conducto  del  ex  Ministerio  de  

Agricultura,  de Desarrollo Sostenible y Medio Ambiente (MADSMA) que las 

tierras de aptitud agropecuaria intensiva alcanzan a 3.7 millones de hectáreas, y 

las tierras con aptitud para la actividad ganadera extensiva a 28 millones de 

hectáreas. 

 

El cuadro expuesto (superficie distribuida por beneficiario, según tipo de 

uso de  la  propiedad,  SDBSTUP)  muestra  que  se  repartieron  tierras  para  

uso agrícola en un total de 8,7 millones de hectáreas, es decir 5 millones más 

que  la  superficie  identificada  para  este  uso  si  tomamos  como  referencia 

información   del MADSMA, lo que supone que tierras aptas para otros usos 

estarían siendo destinadas a la agricultura. 

 

Sin embargo, también por cálculos de organismos estatales, se conoce 

que el  máximo  histórico  de  la  superficie  cultivada  no  supera  los  2  millones  

de hectáreas,  cifra  que  revela  los  problemas  de  degradación  de  los  suelos  

y desertificación, que tienen que ver con factores que no necesariamente están 

vinculados  a  la  presión  sobre  el  total  de  la  superficie  distribuida  para  uso 

agrícola. 

 

Por otra parte, se observa en el cuadro SDPSTUP, que las tierras 

distribuidas para uso ganadero (24,9 millones de hectáreas) están por debajo de 

los 28 millones de hectáreas clasificadas por el Estado. 

 

Aunque  el  uso  ganadero  fue  inicialmente  concebido  para  el  subtrópico  

y trópico, también se dotaron tierras para este uso en el altiplano (andino) y los  

valles  (subandino)  donde  la  actividad  ganadera  está  vinculada  a  la 

producción lechera principalmente. Lo que no se consideró fue la ganadería de   

camélidos   en   el   altiplano,   actividad   que   también   requiere   grandes 

extensiones En adelante, otro cuadro que muestra otras dos facetas de la 



realidad que analizamos: la superficie distribuida por año durante el período 

1953-1993 y los porcentajes alcanzados por año, década y gestión de gobierno. 

 

Para  una  lectura  adecuada  de  la  información,  debe  advertirse  que  

se entiende por tierra distribuida, aquella que ha sido apropiada y tiene algún 

reconocimiento  del  derecho  conferido  por  del  Estado.  Este  reconocimiento 

implica   no   sólo   la   emisión   del   Título   Ejecutorial,   sino   también   los 

pronunciamientos  formales  provisionales  del  Estado:  sentencia,  auto  de vista,  

resolución  suprema,  en  el  caso  de  los  trámites  ante  el  CNRA; resolución 

interna y minuta protocolizada en el caso de los trámites ante el INC. 

  

Este concepto es importante porque se trata de esclarecer cuánta tierra 

está bajo  el  paraguas  de  la  legislación  agraria,  ya  que,  según  el  espíritu  

de  la propia Reforma Agraria, primero se debía estar en posesión de la tierra 

para reclamar el derecho 

 

 
Fuente: Estadísticas Agrarias – Tenencia de la tierra (1953 – 2002). INRA: 2002 

Elaboración: Carlos Balderrama Mariscal y Porfirio Suñagua Salgado 

 



La distribución de tierras en el período 1953-1993 alcanzó a 57,3 millones 

de hectáreas, lo cual representa el 52% del territorio nacional y corresponde al 

60%  del  total  de  tierras  a  ser  distribuidas  (1953-2002).  El  promedio  de 

distribución   alcanzado   fue   de   1.397.690,7988   hectáreas   por   año   y   la 

desviación estándar ± 1,035. 

En el sexenio 1971-1977, presidido por el dictador Banzer Suárez, 

devenido demócrata desde 1979, se observa una distribución mayor al promedio, 

de entre  1,5  y  3,6  veces  más  y,  también  en  el  lapso  1990-1992,  cuando  

la distribución  es  entre  2,3  veces  y  3,3  veces  más  alta  que  el promedio.  

En estos dos períodos, que suman 10 años en total, se distribuyó el 62% de la 

superficie. 

En  1975  se  distribuyó  9%  de  la  tierra,  constituyendo  el  record  de  la 

distribución anual. Verdad  de  perogrullo, la  década  del  ’70 representó  el  

47%  de  la  tierra distribuida  y,  en  los  años  ’90,  en  sólo  4  años,  se  asignó  

el  22%  de  la superficie.   En   los   ’50   se   registra   la   más   baja   distribución   

(1,5%), probablemente porque fueron los años de organización del proceso. 

La gestión de gobierno en que se registró la mayor distribución de la tierra 

fue entre 1971-1978: el 43%. Entre 1990 y 1993, durante la administración del 

socialdemócrata Jaime Paz Zamora, aliado de Banzer en democracia, se repartió 

el  22%. 

En ambas gestiones se distribuyó el 65% del total de tierras asignadas en 

el período    1953-1993.    El    afán    de    ganar    consistentes    respaldos    y, 

fundamentalmente  los  intereses  económicos  de  los  gobernantes  de  turno, 

fueron,  además  de  la  corrupción,  algunas  de  las  causas  que  generaron  tal 

“eficiencia” institucional.45 

 

                                                 
45 Rodríguez,   1978.   En:   CENSED.   Historia   de   los   Movimientos Campesinos  en  

Bolivia.  Serie  de  Cuadernillos  de  Educación  Popular. 1985. 



3. Saneamiento de la Propiedad Agraria 
 

De  acuerdo  con  lo  establecido  por  la  Ley  INRA,  el  saneamiento  “es  

el procedimiento   técnico   jurídico   transitorio   destinado   a   regularizar   y 

perfeccionar el derecho de propiedad agraria y se ejecuta de oficio o a pedido de 

parte”. (Art. 64). 

La misma Ley faculta al INRA, para “ejecutar y concluir el saneamiento de 

la propiedad agraria en el plazo máximo de diez años computables a partir de la 

publicación de esta Ley”. (Art. 65). Esa labor debía entonces ser efectuada en el 

período 1996-2006. El saneamiento tiene las siguientes finalidades: 

1. La  titulación  de  las  tierras  que  se  encuentren  cumpliendo  la  función 

económico-social  o  función  social  definidas  en  el  Artículo  2”  de  la  Ley, por 

lo menos dos años antes de su publicación, aunque no cuenten con trámites  

agrarios  que  los  respalden,  siempre  y  cuando  no  afecten derechos  

legalmente  adquiridos  por  terceros,  mediante  procedimiento de adjudicación 

simple o de dotación, según sea el caso. 

2. El catastro legal de la propiedad agraria. 

3. La  conciliación  de  conflictos  relacionados  con  la  posesión  y  propiedad 

agrarias. 

4. La titulación de procesos agrarios en trámite. 

5 La anulación de títulos afectados de vicios de nulidad absoluta. 

6 La  convalidación  de  títulos  afectados  de  vicios  de  nulidad  relativa, 

siempre y cuando la tierra cumpla la función económico-social. 

7. La   certificación   de   saneamiento   de   la   propiedad   agraria,   cuando 

corresponda. 



8. La  reversión  de  predios  que  contando  con  título  exento  de  vicios  de 

nulidad  no  cumplan  total  o  parcialmente  con  la  función  económico- social”. 

(Art. 66). 

 Se aclara que, tal como lo establece el Art. 67, “como resultado del proceso 

de  saneamiento  las  resoluciones  podrán  ser  conjunta  o  indistintamente 

anulatorias, modificatorias, confirmatorias, constitutivas y de reversión” 

3.1. La Ley 1715 establece, por vía del Art. 69 y subsiguientes, tres 
modalidades para el saneamiento: 

 

Saneamiento Simple (SAN-SIM) y sus variantes: el SAN SIM a 

solicitud de parte y el SAN SIM de oficio. 

El saneamiento simple “es la modalidad que se ejecuta a solicitud 

de parte, en áreas no catastrales, o de oficio cuando se detecte conflicto 

de derechos en propiedades agrarias, parques nacionales, reservas 

fiscales, reservas de la biodiversidad y otras áreas clasificadas por norma 

legal” (Art.70). 

El  saneamiento  simple  a  solicitud  de  parte  es  aquel  que  

demanda  un propietario individual para regularizar su posesión o derecho 

adquirido y que, generalmente, contrata una empresa para que realice las 

pericias de campo. 

El saneamiento simple de oficio es definido por el Estado, 

principalmente por el grado de conflictividad en la tenencia de la tierra. 

Hasta ahora han sido registradas como áreas de SAN SIM el norte 

amazónico de Bolivia, el Chaco de Tarija y todo el departamento de Santa 

Cruz. 

Algunos   años   después   de   iniciado   el   proceso   de   

saneamiento,   las experiencias  de  comunarios  y  comunidades  llevó  a  

identificar  otras  dos variantes de saneamiento simple que permiten 



agilizar el proceso cuando se trata   de   comunidades   y   colonias   con   

áreas   comunes   y   pequeñas propiedades. 

Ante la lentitud del proceso y sus características se encontró que 

hacer un trabajo de concertación interno para resolver los conflictos de 

linderos entre sus afiliados era mucho más efectivo. De este modo se dio 

lugar a lo que se denomina  saneamiento  interno:  el  INRA  establece  un  

polígono  para  el saneamiento, la comunidad lo realiza y el INRA reconoce 

y certifica lo hecho. 

Por otro lado, las comunidades y pequeños propietarios que tenían 

trámites inconclusos ante el CNRA, encontraron que si el Estado 

reconocía la validez de sus trámites anteriores no había necesidad de 

transitar todas las etapas del saneamiento. A este procedimiento se le 

conoce como titulación sin más trámite. 

 3.2. Saneamiento Integrado al Catastro Legal (CAT-SAN) 

El  CAT  SAN  se  ejecuta  de  oficio  en  áreas  catastrales.  “Se  

entiende  por catastro  legal,  el  sistema  público  de  registro  de  

información  en  el  que  se hacen constar datos relevantes a la propiedad 

agraria y derechos que sobre ella   recaen,   así   como   su   superficie,   

ubicación,   colindancias   y   límites.(Art.71). 

Esas áreas son definidas por el Estado según sea el interés público 

y en el marco  de  criterios  determinados  en  el  Reglamento  de  la  Ley.  

En  esta modalidad   se   han   registrado   áreas   extensas   del   

departamento   de Chuquisaca,   Cochabamba,   Beni   y   Santa   Cruz   

además   del   área   de colonización del norte de La Paz.46 

                                                 
46 Rodríguez,   1978.   En:   CENSED.   Historia   de   los   Movimientos Campesinos  en  

Bolivia.  Serie  de  Cuadernillos  de  Educación  Popular. 1985. 

 



 

 

• Saneamiento de Tierras Comunitarias de Origen (SAN-TCO) 

El  SAN  TCO  se  ejecuta  de  oficio  o  a  pedido  de  parte,  en  las  

áreas comprendidas   en   las   tierras   comunitarias   de   origen.   Está   

orientado exclusivamente  para  la  atención  de  las  tierras  de  los  pueblos  

indígenas, garantiza  la  participación  de  los  mismos  en  la  ejecución  

del  proceso, identifica propiedades de terceros al interior de las demandas 

y las reconoce si cumplen la Función Económico Social (FES), titulando la 

superficie libre de otros  derechos  a  favor  del  pueblo  demandante  y  

comprometiéndose  a identificar  otras  áreas  para  compensar  hasta  la  

superficie  aceptada  por  el Estado. 

3.3. Superficie Objeto de Saneamiento 

Según la Ley INRA, el proceso de saneamiento debía aplicarse, en 

diez años, en   todo   el   territorio   nacional.   Bolivia   tiene   una   superficie   

total   de 109.858.100  hectáreas,  de  las  que  hay  que  descontar  cuerpos  

de  agua  y núcleos  urbanos,  con  lo  que  la  superficie  objeto  de  

saneamiento  llega  a 106.751.723 hectáreas, es decir al 97.17% de la 

superficie total. 

El siguiente cuadro muestra la superficie a ser saneada, por 

departamento 

SUPERFICIE TOTAL Y SUPERFICIE OBJETO DE SANEAMIENTO- FEB. 

2007 

 



Los departamentos más extensos en superficie por sanear, son 

Santa Cruz y Beni;   juntos   hacen   el   53%   del   territorio   boliviano.   

En   cambio,   el departamento  menos  extenso  es  Tarija  que  alcanza  

al  3.4%  del  territorio nacional. 

La superficie objeto de saneamiento supera en todos los 

departamentos el 90%  de  la  superficie  departamental,  correspondiendo  

la  cifra  más  alta  a Santa  Cruz  con  el  99.31%  de  superficie  a  sanear;  

en  cambio,  en  el departamento  de  Potosí  la  superficie  a  sanear  llega  

al  89.42%  debido principalmente al Salar de Uyuni que tiene una 

extensión considerable. 

4.- Estado del proceso de Reconducción Comunitaria en Bolivia 1996 – 

2009. 

 Bolivia  tiene  una  superficie  de  109.858.100  hectáreas,  de  cuyo  total, 

descontando las manchas urbanas y cuerpos de agua y salares, se considera 

como superficie objeto de saneamiento un total de 106.751.723 hectáreas. 

Tomando en cuenta los avances del proceso de saneamiento de la propiedad 

agraria  durante  el  período  1996-2007,  los  datos  consolidados  del  INRA 

muestran el siguiente estado: 

La superficie saneada a escala nacional tiene un registro de 34,8 millones 

de hectáreas,  lo  que  representa  el  32,61%  del  total.  En  esta  superficie  se 

consideran   áreas   tituladas,   áreas   para   titulación,   los   trámites   que   se 

encuentran  para  resolución  final  de  saneamiento  y  las  tierras  fiscales 

identificadas.  La  superficie  que  se  encuentra  en  alguna  de  las  etapas  del 

proceso de saneamiento es de 14,5 millones hectáreas, lo que representa el 

13,61%  del  global.  En  esta  categoría  se  consideran  aquellos  procesos 

iniciados   antes   de   la   etapa   de   titulación:   identificación   en   gabinete, 

resolución  instructoria,  campaña  pública,  pericias  de  campo,  evaluación 

jurídica y exposición pública de resultados. 



 

En cifras generales, tomando en cuenta la extensión saneada y en proceso 

de saneamiento, del total de la superficie objeto de saneamiento, se alcanzó una 

cobertura del 46,22% a escala nacional. La superficie restante, de 57,4 millones  

de  hectáreas,  no  fue  intervenida  y  es  la  que  queda  por  sanear. Representa  

el  53,78%  del  total  del  territorio  sujeto  al  saneamiento.   

Si  bien  los  datos  consolidados  del  INRA  en  estos  dos  años  muestran  

un avance del 1% de la superficie sin sanear, cabe notar que los resultados más 

importantes corresponden a la superficie en proceso de saneamiento, en el orden 

del 14%, que a su vez representa una cobertura de 15,4 millones de hectáreas 

saneadas. 

 Este  avance  del  saneamiento  y  titulación  de  la  propiedad  agraria  en  

una superficie  importante  de  los  procesos  en  curso,  es  el  resultado  de  la 

aplicación práctica de la voluntad política del gobierno para resolver una serie de  

demandas  de  los  actores  del  agro  que  fue  relegada  y  desatendida 

postergando las aspiraciones legítimas de varios sectores, en especial de los 

pueblos indígenas y originarios, mujeres y pequeños propietarios47 

5. Agenda pendiente del proceso agrario 

Tras más de dos décadas de un secante modelo de libre mercado, 

instaurado en 1985, y perfeccionado entre 1993 y 1997, que redujo a niveles 

residuales el Estado, cuyas empresas, inclusive las estratégicas, fueron 

transferidas a manos  de  privados,  el  gobierno  del  presidente  Morales,  que  

ha  devuelto  a control del Estado el gas y el petróleo, las comunicaciones y la 

metalurgia, se ha propuesto refundar el segundo país más pobre de América 

Latina. 

                                                 
47 Rivera,   Alberto:   “Los   terratenientes   de   Cochabamba”.   En Barrenechea: 2002. 

 



Su  visión  de  nuevo  Estado  y  sociedad  se  expresa  en  el  proyecto  

de Constitución  que  redactó  entre  agosto  de  2006  y  diciembre  pasado  la 

Asamblea Constituyente. Morales, que se ha planteado cerrar la brecha entre 

ricos y pobres propone un modelo de “la soberanía y dignidad nacionales” y la 

“construcción de un Estado social comunitario a partir del desmantelamiento 

del Estado colonial, para una vida digna de los bolivianos y  bolivianas”.  La  

plataforma  reivindicativa  indígena  del  presidente  Morales responde a tres ejes: 

tierra-territorio, ciudadanía-autonomía y educación. 

En  primer  plano  define  que  la  Revolución  Agraria  es  la  política  que  

va  a permitir resolver los problemas de tierra y territorio en Bolivia, como parte 

del proceso de descolonización orientado a lograr una Bolivia digna, soberana y 

productiva, en la que los bolivianos puedan “vivir bien”, tal como lo prevé el Plan 

Nacional de Desarrollo 2006. En este marco se pretende concluir el saneamiento 

del territorio nacional hasta el año 2013 y distribuir 20 millones de hectáreas a los 

pueblos indígenas originarios y campesinos mediante la optimización del proceso 

de saneamiento, distribución, reagrupamiento y uso equitativo de la tierra en 

forma integral y sostenible en las distintas regiones del país. 

En el segundo eje postula -pese a la radical oposición regional mediatizada 

por   residuos   de   partidos   liberales,   conservadores   y   populistas   y   un 

empresariado ultraconservador que configura un modelo autonomista réplica del 

fustigado modelo centralista radicado desde la fundación de la República en 

Sucre y La Paz- una autonomía que permita a pueblos indígenas regir sus días y 

administrar sus recursos 

En  el  tercer  acápite  destaca  y  demanda  la  Educación  Intercultural  

Bilingüe (EIB)  “como  política  de  Estado  y  como  herramienta  en  la  

construcción  de nuevas  y  mejores  relaciones  entre  todos  los  bolivianos  y  

bolivianas”.   Las orientaciones del Plan Nacional de Desarrollo se operan 

mediante la Política de  Tierras  elaborada  por  el  Viceministerio  de  Tierras  

que  tiene  como objetivo: “transformar las estructuras de tenencia de tenencia y 



acceso a la tierra, desmontando la herencia colonial aún presente en el Estado”, 

por vía de:48 

• La  distribución  equitativa  de  la  tierra,  asegurándola  en  un  

marco institucional transparente y eficiente. 

• La  dinamización  de  las  capacidades  de  las  comunidades  

indígenas, campesinas y de los demás actores. 

• El  uso  sostenible  y  responsable  de  la  tierra  y  los  recursos  

naturales, preservando el medio ambiente para las futuras generaciones. 

Este objetivo tiene como bases para su aplicación a las siguientes: 

• Descolonización de las estructuras agrarias, por medio de la 

liquidación del  latifundio,  la  eliminación  de  la  servidumbre  y  la  explotación  

del trabajo,   así   como   la   restitución   de   los   territorios   a   los   pueblos 

originarios. 

• Equidad en la tenencia de la tierra, que defiende el derecho del 

acceso a la tierra y al territorio como un derecho humano de las familias rurales 

y   pueblos   y   que,   respetando   las   formas   de   tenencia   comunal   e 

individual, promueve el equilibrio justo y la armonía entre ellas. 

• Soberanía alimentaria basada en la agricultura campesina, que 

garantiza el  derecho  humano  fundamental  que  es  acceder  a  una  

alimentación adecuada   y   que   dignifique   el   trabajo   de   la   agricultura   

familiar campesina. 

• Desarrollo de la economía campesina y rural, con el fortalecimiento 

de la  empresa  comunitaria,  la  generación  de  fuentes  diversificadas  de trabajo  

                                                 
48 D·avis,  Julio  Alberto.  1959.  Los  errores  administrativos  de  la Reforma 

Agraria en Bolivia. En: La Ley INRA en el espejo de la historia. 2000. 

 



y  el  apoyo  a  iniciativas  privadas.  Manejo  sostenible  de  suelos, agua,  

bosques  y  biodiversidad,  que  contempla  la  estabilización  de  la frontera  

agrícola  –  ganadera  –  forestal  y  la  recuperación  de  suelos  y bosques 

degradados junto al manejo de cuencas hidrográficas 

 6. La problemática de la urbanización en tierras no fiscales  

La  urbanización  es  un  proceso  creciente  e  irreversible  tanto  a  nivel  

global como en nuestro país. En el presente artículo veremos cómo se están 

dando los procesos de urbanización en el Planeta, en nuestro Continente y en 

Bolivia. Analizaremos también cómo las políticas económicas y sociales han 

influido en los procesos de urbanización en nuestro país, especialmente las 

políticas de ajuste estructural y la Ley de Participación Popular. Otro de los 

factores que incide en la urbanización de la población son los movimientos 

migratorios. Analizaremos algunas aproximaciones teóricas al tema de 

migración, para entender cómo es que ha configurado las actuales ciudades de 

Bolivia. 

Para el habitante del primer mundo ese mundo cada vez más cosmopolita 

y extraterritorial de los empresarios, los administradores de cultura y los 

intelectuales globales, se desmantelan las fronteras nacionales tal como sucedió 

para las mercan- cías, el capital y las finanzas mundiales. Para el habitante del 

segundo, los muros de controles migratorios, leyes de residencia, políticas de 

“calles limpias” y “aniquilación del delito” se vuelven cada vez más altos; los fosos 

que los separan de los lugares deseados y la redención soñada se vuelven más 

anchos, y los puentes, al primer intento de cruzarlos, resultan ser levadizos. Los 

primeros viajan a voluntad, se divierten mucho (sobre todo si viajan en primera 

clase o en aviones privados), se les seduce o soborna para que viajen, se les 

recibe con sonrisas y brazos abiertos. Los segundos lo hacen subrepticia y a 

veces ilegalmente; en ocasiones pagan más por la superpoblada tercera clase 

de un bote pestilente y derrengado que otros por los lujos dorados de la business 

class; se les recibe con el entrecejo fruncido, y si tienen mala suerte los detie- 



nen y deportan apenas llegan (Zygmunt Bauman en La globalización. 

Consecuencias humanas). 

6.1. Las ciudades en Bolivia 

El proceso de urbanización en Bolivia devino en la concentración de 

la po- blación en tres grandes centros urbanos o zonas metropolitanas: La 

Paz (y El Alto), Cochabamba y Santa Cruz. Además, la población urbana 

se concentró en dieciséis ciudades  intermedias  y  una  centena  de  

ciudades  pequeñas.  En  Bolivia  existe  una nueva estructura urbana que 

se diferencia entre las ciudades principales y el resto de los asentamientos 

humanos. 

Las reformas estatales tales como la reforma agraria, la reforma 

urbana, los esfuerzos de industrialización, la marcha hacia el Oriente, la 

crisis del modelo na- cionalista, y la implementación de la Nueva Política 

Económica durante los ochenta y  el  programa  de  ajuste  estructural  

durante  los  noventa  dieron  lugar  a  un  mayor crecimiento urbano y a la 

concentración de la población en tres ciudades principales: La Paz, 

Cochabamba y Santa Cruz (Ledo 2002:54). Durante los últimos años estas 

ciudades concentraron la población, la inversión pública, la oferta de 

bienes y servi- cios y la cooperación internacional. 

Este modelo urbano en Bolivia se constituye en una red de ciudades 

en las distintas zonas ecológicas, cada una de las cuales reproduce el 

modelo de primacía urbana sobre lo rural. En la zona altiplánica es 

indiscutible la primacía de La Paz, que alberga al 71 % de los habitantes 

urbanos. La Paz, situada en la zona altiplánica es la sede de la burocracia 

estatal, y concentra la mayor parte de los puestos de trabajo en 

administración pública e instituciones. En los valles, Cochabamba alberga 

casi la mitad de los habitantes urbanos (45 %). Por su ubicación 

geográfica, tiene la doble función de integrar su contexto regional y de ser 

un enlace entre las ciudades de La Paz y Santa Cruz. De esta manera se 



ha convertido en un centro de integración e intermediación del país. Santa 

Cruz alberga al 60 % de los habitantes urbanos de la zona oriental. La 

moderna ciudad de Santa Cruz se ha convertido en el polo de desa- rrollo 

más importante del oriente boliviano y un punto de conexión con el Brasil. 

Las ciudades intermedias, albergaban en el año 2000 un millón y 

medio de bolivianos. Las principales ciudades intermedias son Trinidad, 

Oruro, Potosí, Tarija y Sucre, capitales departamentales y otras menores 

como Patacamaya, Guayarame- rín,  Riberalta,  Yacuiba,  Bermejo,  

Tupiza,  Villazón,  Montero,  Quillacollo,  Sacaba  y Llallagua, entre otras. 

Cada una con su dinámica propia, ya sea por ser capital de departamento, 

parte de la metrópoli o por su situación fronteriza, se han convertido en 

puntos de concentración poblacional importantes. En  un  centenar  de  

pequeñas  ciudades  viven  en  total  medio  millón  de  personas, mientras 

que más de tres millones viven en la zona rural, lo cual muestra la 

dispersión de la población en el territorio (Ledo 2002:59-60). 

La urbanización en Bolivia ha estado relacionada con los procesos 

políticos y económicos que han tenido lugar durante el siglo xx. En este 

siglo, la población urbana ha crecido veinticuatro veces en importancia 

numérica, hasta el punto que en la actualidad concentra dos tercios de la 

población. 

El crecimiento urbano no ha sido uniforme en Bolivia. En las tierras 

altas, con la caída de la actividad minera, la importancia de la población 

urbana ha decrecido en un 21 % durante la segunda mitad del siglo xx. En 

la zona oriental de Bolivia ha habido un crecimiento demográfico 

acelerado, que pasó de albergar del 12 % del total de la población en 1900 

al 32 % el año 2000. Es en esta región que reside más del 25 % de la 

población urbana del país. 

En la segunda mitad del siglo xx, se ha registrado un rápido 

crecimiento anual de alrededor del 4 % con un proceso de concentración 



urbana de más de tres cuartos de la población boliviana en ocho ciudades 

de más de 100.000 habitantes. 

En este proceso, la migración interna ha tenido un importante 

impacto pues generó un proceso acelerado de redistribución territorial y 

especialmente un crecimiento urbano concentrado en pocas ciudades 

(Ledo 2002:53). 

La concentración urbana en Bolivia ha sufrido un desplazamiento 

desde los enclaves mineros y las ciudades asociadas a esta actividad 

hacia la zona oriental. La articulación económica nacional durante la 

primera mitad del siglo xx estuvo asociada a los enclaves de la minería. 

Esto significó la concentración de la población urbana en las ciudades de 

la región occidental de Bolivia. Sin embargo, durante esta época más de 

la mitad de la población era rural. Entre las características de la articulación 

minera está la predominancia de La Paz, en una red de ciudades mineras 

como Oruro y Potosí. Incorporada a esta articulación, Cochabamba se 

constituía en la segunda ciudad en la jerarquía urbana, dada su indirecta 

relación con el sostenimiento de la actividad minera. 

El impacto de las reformas sociales en el periodo del nacionalismo 

revolucionario a partir de 1952 contribuyó a la modificación de los patrones 

de urbanización y generó una redistribución territorial en Bolivia. Durante 

la década de los noventa, la predominancia de lo rural se revirtió, dando 

lugar a una mayor concentración de la población en los centros urbanos. 

El país entró en el siglo xxi con una predominancia de población urbana 

(64 %) sobre la rural. 

 

Mientras el crecimiento de las ciudades del Oriente continuaba, 

muchas ciudades  de  occidente  desaparecieron  o  vieron  

significativamente  disminuida  su  población. La concentración de la 



población en la zona oriental está asociada también con la construcción 

de carreteras, lo cual favoreció los procesos de migración hacia el Oriente 

y contribuyó a la aparición de las ciudades y zonas de colonización. En los 

valles un factor que contribuyó a la redistribución poblacional fue la 

paulatina fragmentación de los campos de cultivo por el crecimiento 

demográfico. La misma dio lugar a la colonización de la zona tropical de 

Cochabamba (Ledo 2002:57). 

El proceso de urbanización en Bolivia, como en el resto de los 

países menos desarrollados será acelerado en los próximos años. Según 

las estimaciones, en dos décadas, las tres zonas metropolitanas 

concentrarán casi dos tercios de la población total del país. 

La  acelerada  emergencia  de  áreas  urbanas  no  está  siendo  

acompañada  por estrategias de acción para abordar los problemas que la 

urbanización trae consigo. Es necesario tener presente que el fenómeno 

de urbanización no es un hecho aislado, pues responde a procesos 

económicos, sociales y políticos que se están dando a escala mundial, 

como lo vimos arriba. 

En este sentido, el tema del crecimiento de las ciudades, aunque es 

actualmente percibido más como un problema, debe ser encarado en su 

justa dimensión a fin de enfrentar los retos que la urbanización plantea y 

aprovechar las oportunidades que este proceso irreversible puede ofrecer. 

6.2. Políticas económicas y sociales en el contexto urbano 

Los  indicadores  económicos  de  desarrollo  muestran  que  las  

tres  ciudades principales tienen los mejores niveles en cuanto a índices 

de desarrollo humano e ingreso percápita. La primera ciudad en desarrollo 

es Santa Cruz, seguida por Cochabamba y La Paz. 

Sin embargo, detrás de las cifras globales se encubren las 



diferencias al interior de las ciudades que afectan a la población de las 

áreas suburbanas. En estas áreas se encuentra la mayor parte de la gente 

que vive en extrema pobreza, la cual afecta principalmente a la población 

indígena. Este hecho muestra que la segregación eco- nómica y cultural 

son elementos del incremento de la miseria y la exclusión. En las ciudades 

se evidencian con mayor crudeza los contrastes que existen entre quienes 

tienen mayores ingresos y quienes son más pobres. El quinto más alto en 

las ciudades principales tiene un ingreso catorce veces mayor que el 

quinto más pobre. En las áreas rurales el 20 % de los hogares más pobres 

controla sólo el 1,9 % de los ingresos, mientras que el 20 % más rico 

controla el 66 % de los ingresos, que representa 35 veces más que el 

extremo más pobre (Ledo 2002:58). 

Las inequidades económicas y los procesos de segregación urbana 

se han visto acelerados  por  las  políticas  económicas  y  sociales  

derivadas  del  ajuste  estructural implementadas en Latinoamérica en la 

década de 1990; supusieron la privatización de empresas estatales y el 

desmantelamiento de un conjunto de bienes y servicios provistos por el 

Estado y la reducción de los servicios públicos no atractivos para la 

privatización (Fernández 2002:7). 

Entre las medidas derivadas de estas políticas, una de las más 

significativas en Bolivia fue la implementación de la Ley de Participación 

Popular, promulgada en 1994, la cual introduce importantes 

modificaciones en el sistema democrático boliviano. Con esta Ley el 

Estado pretende ampliar su cobertura de dotación de servicios y hacer 

visible su presencia institucional y política en todo el territorio boliviano a 

través del municipio; un intento de organizar el espacio y la población en 

la escala local para establecer mecanismos para que todos los sectores 

puedan ejercer su ciudadanía política. Por otra parte, los municipios 

amplían sus competencias en los campos de educación, salud, 

infraestructura, desarrollo rural, catastro, género y niñez, entre otros (Calla 



1999). 

La implementación de la Ley trajo consigo oportunidades y 

problemas para las comunidades indígenas y organizaciones vecinales. 

Por una parte supuso un nuevo escenario legal e institucional que a la vez 

que les ofrecía posibilidades de participar en el poder local a través del 

municipio, pero al mismo tiempo implicaba que las organizaciones 

indígenas y urbanas debían actuar en espacios distintos a los 

tradicionales, lo cual ha generado nuevas prácticas al interior de los 

mismos. 

Las estadísticas que se presentan en el capítulo siguiente nos 

muestran que la implementación de la Ley de Participación Popular no ha 

logrado reducir la pobreza urbana, al contrario, la situación se ha hecho 

más crítica. Paradójicamente, los ingresos municipales se han ido 

incrementando cada año. En el caso del Municipio de Cercado, los 

ingresos se incrementaron de Bs. 18 millones 700 mil con los que se 

contaba el año 19941  a Bs. 367 millones 705 mil según el presupuesto 

municipal del año 20052, sin contar con los recursos de otros programas 

gubernamentales y privados. 

Entonces cabe preguntarse por qué persiste y se agudiza la 

pobreza y la carencia de servicios. Parte del problema es la débil 

capacidad de gestión que se traduce en  una  planificación  estrecha  y  

carente  de  una  visión  integral  del  desarrollo.  Los planes de desarrollo 

normalmente son encomendados a consultores externos que en un tiempo 

breve y con escasos recursos deben proyectar el desarrollo de la región 

para un quinquenio. El resultado es que estos planes se centran en la 

proyección principalmente de obras de infraestructura que si bien pueden 

ser de beneficio, no cambian sustancialmente la situación de pobreza. A 

esto se suma que los procesos de  planificación  anual  atienden  a  las  



demandas  inmediatas  de  las  organizaciones, dejando de lado los planes 

de desarrollo. 

La ley de Participación Popular contempla que la planificación de la 

gestión de los recursos municipales sea participativa. Este tipo de 

planificación, si bien hace participar “formalmente” a los vecinos, tiene 

como resultado final la imposición de la visión de los técnicos en cuanto al 

desarrollo y las necesidades locales. Estos procesos de planificación sólo 

han servido como un requisito administrativo y no como un instrumento 

orientador de las acciones municipales. 

Consideramos que el enfoque de las políticas sociales parte de una 

concepción localista (o atomista como la llama Medina 1994:56-57), es 

decir restringida a los límites de la división política estatal como el 

municipio o la provincia y desarrollista (entendido el desarrollo como mayor 

infraestructura, mayor producción, ingreso en el mercado, etcétera, según 

Medina 1994: 59-71), por lo que se limita a ejecutar acciones atomizadas, 

que en la mayoría de los casos consisten en obras de infraestructura, las 

cuales no logran reducir la pobreza ni dinamizar la economía a largo plazo. 

Según la reflexión del equipo del cedib, que ha trabajado en las 

zonas suburbanas de Cochabamba, la Ley de Participación Popular debe 

entenderse en el contexto de las políticas económicas y sociales que se 

han implementado en el país a lo largo de su historia. Este análisis plantea 

que se debe tomar en cuenta en este proceso dos etapas: 

La primera, es la lucha por la descentralización que se remonta a 

los inicios de la República. A principios del siglo xix, nace en Santa Cruz 

un movimiento anticentralista encabezado por Andrés Ibáñez quien 

plantea la idea de un Estado federalista con rasgos bastante socialistas 

como alternativa al centralismo. A finales del mismo siglo e inicios del siglo 

xx se vivió la Revolución Federal en la cual una de las banderas del Partido 

Liberal paceño fue precisamente el federalismo, ante el centralismo de 



Sucre. En la segunda mitad del Siglo xx, después de la Guerra del Chaco 

y hasta la Revolución de 1952, aparece una corriente nacionalista que pide 

la integración de las diferentes regiones del país. Con la integración 

económica de Santa Cruz, surge la voz anticentralista del Comité Cívico 

de Santa Cruz. En la década de 1960, la mayor parte del petróleo en el 

país era de procedencia cruceña, pero los recursos iban a La Paz. Por ese 

motivo, se inicia una lucha para que el 11 % de las regalías de petróleo 

(producción boca de pozo) se quede en Santa Cruz. Las regalías desde 

entonces han sido la base para el crecimiento económico de ese 

departamento. 

A principios de la década de1990, en el gobierno de Jaime Paz 

Zamora (mir), este sentimiento anticentralista cobra fuerza. Se fundan los 

otros comités cívicos en las diferentes regiones del país, que exigen la 

descentralización con un componente más político: ya no se demanda sólo 

descentralización administrativa sino elección directa de las autoridades 

locales. En el año 1991, el entonces socialista Carlos Hugo Molina,  

manifestaba  que  la  descentralización  exigida  conlleva  el  peligro  de  

crear nuevos centralismos locales y por tanto se debe apuntar más bien a 

una descentralización municipal y no departamental. En el año 1993, el 

gobierno de Sánchez de Lozada (mnr), propone una descentralización 

administrativa, pero no política, pues se teme que eso lleve a una 

desintegración nacional, y empieza a hablarse de la Participación Popular 

(cedib  2004). 

La segunda etapa de este proceso es la implementación del modelo 

neoliberal. En el año 1985, Víctor Paz Estenssoro inicia el modelo 

neoliberal en Bolivia con el apoyo de instituciones financieras 

internacionales como el Banco Mundial. Las graves consecuencias 

sociales de estas medidas fueron paliadas parcialmente mediante el 

Fondo Social de Emergencia (FSE). En el gobierno de Jaime Paz Zamora 

se crean otros fondos: Fondo de Desarrollo Campesino, Fondo Nacional 



de Desarrollo Regional, Fondo Indígena y Fondo de Medio Ambiente. 

Estas instituciones responden a medidas que por una parte, legitiman el 

modelo y por otra sirven para prevenir las consecuencias y conflictos 

sociales que surgen como resultado de la política neoliberal (cedib  2004). 

En el año 1993, Gonzalo Sánchez de Lozada lleva a cabo la 

privatización de las  empresas  públicas  (capitalización)  y  de  la  

seguridad  social.  Al  mismo  tiempo, como los fondos siguen siendo 

insuficientes, diseña una serie de medidas para paliar las consecuencias 

de la aplicación del modelo y legitimarlo. Una de estas medidas es la Ley 

de Participación Popular (1994), con la que Sánchez de Lozada intenta dar 

respuesta a las demandas cada vez mayores de descentralización política 

(liderizadas por el Comité Cívico de Santa Cruz), así como a los crecientes 

conflictos surgidos a consecuencia de la aplicación del modelo neoliberal. 

En  el  aspecto  económico,  el  gobierno  central  se  queda  con  el  

75  %  de  los impuestos al igual que antes de la Ley, pero se descarga de 

la responsabilidad de la educación y la salud, que recae en los Municipios. 

Antes de la Ley de Participación Popular, el 5 % era asignado a las 

Universidades, un 10 % a las Corporaciones de Desarrollo y otro 10 % a 

las capitales de los Departamentos. Con la Ley, el gobierno central sigue 

manteniendo su 75 % y el 5 % es asignado a las Universidades. La 

variante es que el otro 20 % es repartido a los Municipios pero bajo criterio 

de población, que en los hechos supone igualmente que los centros 

urbanos se quedan con la mayor parte de los recursos. Asimismo, queda 

a decisión de cada Municipio si los recursos propios además de los 

recursos de Coparticipación Tributaria (que llegan desde el gobierno 

central), serán usados de acuerdo a los estatutos de la Ley de la 

Participación Popular o si se quedarán a disposición del Municipio. Este 

es el caso del Municipio de Cochabamba, que sólo utiliza los recursos de 

la Coparticipación Tributaria para formular los POA y no los otros recursos 

de los que dispone (cedib  2004). 



En el contexto urbano, las políticas estatales, enmarcadas en la Ley 

de Participación Popular, han sido orientadas hacia la productividad 

urbana, la protección del medio ambiente y la mitigación de la pobreza. 

Estas políticas deberán estar fundadas en cuatro pilares: a) la habitabilidad 

que propone que las ciudades proporcionen una calidad de vida aceptable 

para todos; b) la competitividad en términos de crecimiento del empleo, los 

ingresos y la inversión; c) el bueno gobierno y administración que implica 

la inclusión y representación de todos grupos sociales en la sociedad 

urbana y c) la confiabilidad financiera que postula que las ciudades deben 

ser financieramente seguras y estables para los inversores privados 

(Fernández 2002). 

Lo  más  característico  de  esta  generación  de  políticas  

impulsadas  desde  los organismos internacionales son los programas de 

mejoramiento barrial. El discurso de “reducción de” o “lucha contra” la 

pobreza no es otra cosa que el cinismo institucionalizado de las agencias 

multilaterales. Mientras por un lado promueven este tipo de estrategias por 

otro, promueven el libre mercado, sustentado en la eliminación de los 

derechos ciudadanos sobre los bienes y servicios más esenciales para la 

vida. Los programas de mejoramiento barrial, financiados por el bid, son 

parte importante de las acciones contra la pobreza urbana pues atacan el 

emergente más visible, el asentamiento ilegal o irregular. 

El éxito en la reducción de la pobreza consiste en reducir el conflicto 

que la existencia de la pobreza urbana acarrea, con el consiguiente 

impacto positivo en la “gobernabilidad” urbana. La misma da cuenta de la 

estabilidad social, es decir de la condición favorable para el ingreso y la 

reproducción de capitales en las ciudades den- tro la lógica global. Tanto 

la Participación Popular, como los programas de “reducción de la 

pobreza”, tienen serias limitaciones en cuanto a mitigar efectivamente la 

pobreza, ya que operan sobre sus efectos, en el contexto de la creciente 

mercantilización de los bienes y servicios habitacionales y urbanos 



(Fernández 2002: 10-12). Con las experiencias de mejoramiento de los 

barrios queda la sensación que al intentar actuar sobre las consecuencias 

los resultados son magros. Con esta perspectiva, no habrá más remedio 

que aceptar que habitaremos ciudades cada vez más injustas, que la 

calidad de vida descenderá y el problema habitacional se agravará aún 

más. A través de la mejora de los barrios con las pequeñas obras 

realizadas con recursos municipales o con los programas de mejoramiento 

barrial, se logra una mejora relativa de la ciudad, la reducción del conflicto, 

y se logra que el mercado de la prestación de servicios habitacionales 

funcione mejor, con lo cual se asegura que los nichos y flujos del capital 

global no encuentren obstáculos en su rotación acelerada (Fernández 

2002:14). 

En conclusión, las políticas económicas han incidido en la reducción 

de las políticas sociales. Como veremos en los capítulos siguientes, en las 

ciudades los derechos sociales, tales como la provisión de servicios 

básicos han quedado en manos privadas, los ciudadanos así se han 

convertido en “consumidores” de los mismos, y  quienes  no  tienen  

recursos  suficientes  no  pueden  acceder  a  estos  servicios.  Las políticas 

de reducción de la pobreza o de mejoramiento de barrios sólo incide en 

las consecuencias y no en las causas estructurales de la pobreza, por lo 

que sus resulta- dos son magros, puesto que a medida que crecen las 

ciudades la pobreza se hace más aguda y los problemas mayores. 

6.3. La problemática de la Migración y urbanización 

Según un informe de las Naciones Unidas, la migración desde las 

áreas rurales hacia las urbanas y la creciente urbanización de 

asentamientos rurales son los facto- res determinantes del crecimiento 

urbano en los países menos desarrollados. Toman- do en cuenta que la 

migración urbano rural y la urbanización rural significan el 40 a 50 % del 

crecimiento urbano, se espera que entre 250 y 310 millones de personas 



en los países en desarrollo se integrarán al ámbito urbano entre 2005 y 

2015, ya sea porque migrarán de las zonas rurales o porque sus 

asentamientos rurales devendrán urbanos (Naciones Unidas 2006:3). 

En nuestro país, en 1976, alrededor de un millón de personas 

mayores de cinco años de edad había cambiado su residencia al menos 

una vez en la vida. En 1992 esa cifra era de dos millones de personas, lo 

que representaba más de un tercio de la población total. Los movimientos 

territoriales explican dos tercios del crecimiento demográfico en 

determinadas regiones. En el caso de Bolivia, la migración implica 

movimientos masivos de población que se intensificaron durante la década 

de 1980. 

El gran número de migrantes que se trasladan a las ciudades ha 

producido un acelerado crecimiento urbano, con la consecuente demanda 

de servicios y la presión sobre el uso del suelo. Se puede afirmar que 

fueron las reformas estructurales las que causaron la redistribución de la 

población. Según Ledo, la caída de la minería y la consecuente 

relocalización que produjo el despido de más de veinte mil trabajadores y 

el cierre de las minas trajo consigo importantes cambios en la 

redistribución geográfica de la población y de la fuerza de trabajo. Entre 

1987 y 1992 más de cien mil personas salieron de las regiones mineras 

del occidente boliviano. Muchos pueblos y ciudades vieron desaparecer a 

su población hasta el punto de convertirse en pueblos fantasma. Cuatro 

de cada diez migrantes se establecieron en las ciudades del corredor (La 

Paz, Cochabamba, Santa Cruz), mientras que otros se trasladaron a la 

región del Chapare u otras zonas rurales, y menos de un quinto se 

estableció en ciudades intermedias. 

La redistribución territorial no fue uniforme. De los migrantes hacia 

el altiplano, un 45 % se fue a la ciudad de La Paz y 17 % a ciudades 

secundarias. Mientras que en Santa Cruz 40 % de los migrantes se 



estableció en la ciudad de Santa Cruz y un 33 % en las zonas rurales. En 

el valle se dieron tres corrientes migratorias, un tercio se estableció en el 

área rural, un cuarto se estableció en la ciudad capital y una proporción 

similar en las ciudades intermedias (Ledo 2002:65). 

En el caso de Cochabamba más de la mitad de los migrantes vienen 

del altiplano, lo que ha hecho de ésta una ciudad altiplánica. En contraste, 

la mayoría de los migrantes en Santa Cruz provienen de tierras bajas, sólo 

el 25 % proviene de tierras altas. 

Se puede apreciar también que la migración rural urbano acontece 

principalmente en El Alto, pero también se da un fenómeno de migración 

desde el área rural altiplánica hacia el trópico de Cochabamba (Ledo 

2002:67). 

Es evidente que los cambios en los patrones de movilización 

territorial de la población boliviana durante el siglo xx han tenido un 

impacto directo en la urbanización y la ocupación territorial. Según Ledo, 

estos movimientos se convierten en un indicador indirecto de las acciones 

de política económica y/o la aparición de posibilidades de empleo, como 

se muestra en el siguiente resumen. El primer movimiento está 

relacionado con la primacía urbana de La Paz, que recibió una parte 

importante de la población migrante antes de 1950. El segundo 

movimiento está relacionado con los procesos de colonización directa que 

se iniciaron en 1960, en un eje que va de San Julián en Santa Cruz, el 

Chapare en Cochabamba, el departamento del Beni y La Paz. 

El tercer cambio se dio entre 1950 y 1980 con el desarrollo de la 

agricultura comercial y las industrias grandes y medianas, orientadas a la 

producción agroindustrial en el oriente boliviano. La industria agropecuaria 

atrajo flujos migratorios del altiplano y de los valles. El cuarto cambio 

migratorio se da por la migración internacional, especialmente a la 

Argentina y Estados Unidos desde la década de los setenta. El último 



cambio ocurrió en la segunda mitad de los años ochenta, a partir de la 

aplicación de las medidas de ajuste estructural y la relocalización que 

provocó la migración hacia las ciudades del Corredor y hacia el Chapare 

por el atractivo de la producción de la coca. 

Durante los años noventa continuó la migración hacia las ciudades 

de La Paz, Cochabamba y Santa Cruz. En esta época, la población 

migrante es predominantemente de origen urbano. La interpretación de 

este fenómeno escapa al estereotipo usual de migración rural urbano y 

tiene que ver con las relaciones entre centros urbanos y las 

transformaciones de las ciudades en las últimas décadas. 

En Santa Cruz y Cochabamba una gran parte de los migrantes 

provienen de las tierras altas (Potosí, Oruro y La Paz), esto se explica en 

parte porque estas zonas estaban tradicionalmente relacionadas con la 

producción minera, y al entrar en crisis produjo una modificación en el 

desarrollo urbano de Bolivia. 

 

Factores  como  la  ampliación  de  la  frontera  agrícola,  el  

desarrollo  de  la  industria ganadera, la crisis de la economía minera, el 

estancamiento de la industria urbana, las actividades relacionadas con la 

producción y comercialización de coca, la apertura de vías de 

comunicación en el oriente boliviano, los proyectos de integración 

energética con Brasil hacen prever que los flujos migratorios hacia el 

oriente y el trópico se incrementarán en los próximos años (Ledo 2002:69). 

7. Marco Práctico. Criterio de los juristas en el Ámbito Agrario y político. 

 

Este acápite está dirigido a personal relacionado con el ámbito jurídico ya 

que ellos conocen como se ha desarrollado las políticas de de gestión y 

saneamiento de tierras, impuesto en los últimos años. 



 

           7.1. Universo del Marco Estadístico. 

                 Gráfico Nº 1 

            Marco Estadístico 

 

Fuente: Elaboración propia49. 

         

Debido a que la problemática analítica del tema de investigación 

monográfico se tuvieron que recurrir a fuentes cercanas a las políticas de 

Saneamiento y gestión de tierras, para que los mismos determinen la viabilidad 

de sesión de tierras no productivas a personas que quieran repoblar no tengan 

los suficientes medios económicos, y poderlos destinar a estas tierras con un fin 

social y productivo.  

 

Evidenciamos  que nuestro territorio cuenta con una amplia extensión de 

territorial que no se encuentra ocupada, por lo tanto no se esta sintiendo 

soberanía en la misma debido a solo esta ocupada un tercio del territorio 

nacional, por lo cual planteamos la necesidad de la redistribución de tierras a 

pueblos indígenas originarios.  
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Es imprescindible que el Gobierno Nacional realice las gestiones 

necesarias de dotación de tierras fiscales, que no cuentan con dueños para 

planear políticas de asentamientos a comunidades, que se encuentran pugnando 

por espacios territoriales, donde además se en estrecha coordinación con el 

Instituto de Reforma Agraria, saneando estos espacios físicos, con el fin de que 

todos dentro de nuestro estado vivan en armonía, paz, sin discriminación, como 

ideal de la Constitución política del Estado Plurinacional.  

7.2. Conocimiento sobre implementación de políticas de 

asentamientos rurales, a familiar colectivas como una finalidad de 

desarrollo productivo 

 

Gráfico No. 2  

Grado de participación según institución 

 

 

Fuente: Elaboración propia50. 

 

Por los datos anteriores, se observa que tanto a nivel del INRA o Instituto 

de Reforma Agraria (65%) como miembros del plantel de LIDEMA (84%), 

conocen en que consiste o involucra la implementación de políticas de 
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asentamientos rurales, a familiar colectivas como una finalidad de desarrollo 

productivo,. Ya que en estos últimos años se trata de proteger el patrimonio 

territorial del Estado mediante organizaciones no lucrativas con un fin altruista, 

pretendiendo albergar a las organizaciones campesinas y originarias que se 

asientan en territorios fiscales y que deben ser reacomodados a otros territorios 

productivos con mayores posibilidades de desarrollo, ya que estos se constituyen 

en el pilar de desarrollo alternativo, para que cumplan una función económico 

social con la sociedad  

 

7.3. Efectividad de la Política de saneamiento de tierras que no 

cumplan la función social y la repartición de tierras a las personas que 

quieran contribuir al país, con una finalidad de desarrollo productivo. 

 

 

 

Gráfico No. 3 

Efectividad de la Política de saneamiento de tierras que no cumplan la 

función social por parte del Instituto de Reforma Agraria y la repartición 

de tierras a las personas que quieran contribuir al país, con una finalidad 

de desarrollo productivo. 
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Fuente: elaboración propia51. 

 

El proyecto de Reforma Agraria había sido pensado como un ato de justicia 

destinado al liberar al indio de su condición de siervo e incorporarlo a la vida 

ciudadana del país, y para garantizarle esa libertad, había que dotarle de una 

base material: La tierra. 

 

La abolición del latifundio y las formas de explotación servidumbral 

significaban la finalización del sistema feudal. El propio Decreto Supremo 3464, 

emitido el 2 de agosto de 1953 refiere explícitamente ese propósito, en tanto: “los 

campesinos que hubiesen sido sometidos al régimen de trabajo y explotación 

feudal son declarados propietarios de las parcelas que poseen y trabajan”. 

 

El principio de que la tierra es para quien la trabaja fue planteado ante un 

sistema de organización agraria que había hecho de la mano de obra gratuita de 

los colonos su principal insumo y se creo “un importante precedente para la 

interpretación y comprensión de la función económico-social en periodos 

históricos posteriores”. 

 

Ese principio, “fue incorporado en la Constitución Política del Estado de 

1961 y aun se mantiene en la vigente, el mismo que dispone que el trabajo es la 

fuente fundamental para la adquisición y conservación de la propiedad agraria 

(art. 166) El trabajo es la fuente de adquisición de la propiedad durante el proceso 

de saneamiento, y no así concluido este, momento en el cual la tierra es 

subastada o dotada y este principio ya no permanece vigente. Sin embargo, 

continua siendo válido para la conservación de la propiedad, durante y después 

del saneamiento, el cual se verifica a través del cumplimiento de la función 

económico-social. 
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En el marco de la Reforma Agraria y con el propósito central de ponerla en 

marcha, el 2 de Agosto de 1953 fue creado el servicio Nacional de Reforma 

Agraria (SNRA) conformado por el Presidente de la Republica, el Consejo 

Nacional de Reforma Agraria (CNRA) integrado por 9 miembros, los jueces 

Agrarios, las Juntas Rurales de Reforma Agraria y los Inspectores Rurales. Se 

debía llevar a cabo en una primera fase de Titulación que tenia que estar 

concluida antes de 1968 y una segunda fase de organización de la producción, 

encarado desde el punto de vista económico, técnico y social. 

 

En tal sentido, se estableció que la distribución de las tierras se efectuaría 

bajo dos modalidades: La dotación a titulo gratuito a cargo del CNRA, y la 

dotación a titulo oneroso a cargo del Instituto Nacional de Colonización (INC), 

entidad que seria creada exclusivamente para distribuir en zonas de colonización, 

propiedades pequeñas en superficies entre 10 a 50 hectáreas. 

 

 

 

El CNRA nació con la ley y funciono entre 1953 a 1992, atendiendo a las 

solicitudes que realizaban las personas interesadas. Tenia competencia en todo 

el territorio nacional, excepto en las áreas de colonización a partir de 1965, año 

en que es creado el INC como institución encargada de la distribución de tierras 

según planes de colonización específicos. Por tanto su funcionamiento se 

basaba, al menos  en teoría, en la oferta de tierras organizando asentamientos 

en áreas previamente identificadas; sin embargo, la dinámica en la apropiación 

de las tierras sobrepaso su capacidad y acabo también respondiendo a la 

demanda, legalizando asentamientos espontáneos. Su radio de acción se 

circunscribió a la zona geográfica del Subtrópico y ceso en su funcionamiento en 

1992. Si bien es cierto que la creación del INC pretendió ampliar las posibilidades 

de distribución de la tierra; sin embargo, en los hechos se dio paso a la 

coexistencia de dos organismos con similares funciones, tomando la distribución 



de tierras rumbos anárquicos y confusos toda vez que ambas entidades fueron 

confundiendo sus atribuciones, generando conflictos. 

 

Por lo que observamos a través del CNRA se distribuyeron de manera 

gratuita 55.1 millones de hectáreas, lo que representa el 96 , 24% de la tierra 

distribuida a 704.100 beneficiarios, cifra que corresponde al 92.71% del total de 

los beneficiarios. 

Mediante el INC se distribuyeron, simultáneamente, 2.1 millones de 

hectáreas, lo que representa el 4% de la tierra distribuida a 54.988 beneficiarios, 

cifra que corresponde al 7% del total de los beneficiarios; en este caso, con un 

promedio de 38 hectáreas, equivalente a una pequeña propiedad en la zona de 

Subtrópico. 

 

Es de destacar que el 96.24% de la tierra fue distribuida gratuitamente al 

92.71% de los beneficiarios y que solo 2.1 millones de hectáreas fueron pagadas 

al Estado por 54.988 beneficiarios, en su totalidad colonizadores, que se 

adjudicaron propiedades pequeñas no mayores a 50 ha. (yungas, chapare y el 

norte de Santa Cruz) . 

De los datos en el cuadro se infiere que la Propiedad Comunaria favoreció 

solo con el 21.45% de la superficie total distribuida al 43.90% del total de 

beneficiarios y que la pequeña propiedad y el Solar Campesino recibieron juntas 

no mas del 8% de la tierra distribuida, sumando también entre ambas el 11% de 

la propiedad privada individual. 

 

Al contrario, queda claro que la Mediana propiedad y empresa eran las 

preferidas, puesto que entre ambas llegaron a recibir el 68.98% de la superficie 

favoreciendo tan solo  al 18.51% del total de beneficiarios. 

 

En lo que hace a la propiedad privada individual, se evidencia que la 

empresa Agropecuaria es la que consigue el 40% de la tierra distribuida, a favor 

del 2% de los beneficiarios. La mediana Propiedad se favorece con el 28% de la 



tierra distribuida, a favor del 16% de los beneficiarios. Entre la Empresa 

Agropecuaria y la Mediana Propiedad recibieron gratuitamente, el 68% de la 

superficie total distribuida y el 89% de la superficie de propiedad privada 

individual (44.1 millones de has.). 

 

La distribución de la tierra según el tipo de uso y en base a la cual se 

determina el tamaño de la propiedad, por lo general son agrícola, ganadero entre 

los principales, también mixto, y otros (escuelas, cementerios, puestos militares, 

etc.) 

 

De acuerdo con datos del estatal Instituto Nacional de Estadística, en el 

amanecer del siglo XXI, 7 de cada 10 bolivianos vivían por debajo de la línea de 

pobreza, con poco más de un dólar diario, y 3 de aquellos, en áreas rurales, y lo 

que quiere decir que 4 pertenecen a áreas urbanas sobreviviendo en condiciones 

de indigencia 

 

La reforma Agraria concibió la política de colonización en ciertas áreas del 

trópico para disminuir la presión demográfica en las tierras altas, canalizarla hacia 

las regiones despobladas e incorporar estas a la economía del país. Esta política 

vigente entre 1960 y 1994, doce años después de restaurada la democracia 

boliviana, fue encargada primero a la Corporación Boliviana de Fomento (CBF) 

y, posteriormente, el Instituto Nacional de Colonización. 

 

Por lo que surge la necesidad de desarrollar un anteproyecto de Ley 

enmarcado en actual  CPEP. Con una esencia socialista enmarcada dentro de 

los lineamientos Constitucionales, y sobre la base del los  artículos 395 que 

previene la tierra para los hombres que son primero originarios, después los que 

viven en el lugar ; esto quiere decir darle a quien siempre fue dueño, otorgar 

tierras de pequeña extensión (pequeña propiedad) que están siendo recobradas 

para personas que quieran ir a sembrar productos tan escasos como son el arroz, 



la caña de azúcar, trigo y algunos otros alimentos de acuerdo al concepto “uso 

mayor y sostenido de la tierra 

7.4. Necesidad de Proponer una ley de implementación de políticas 

de asentamientos rurales, a familiar colectivas como una finalidad de 

desarrollo productivo. 

 

Gráfico No. 4 

Necesidad de Proponer una ley de implementación de políticas de 

asentamientos rurales, a familiar colectivas como una finalidad de 

desarrollo productivo. 

 

Fuente: elaboración propia52. 

 

Por lo que proponemos un anteproyecto de Ley enmarcado en actual  

CPEP. el cual recobrando  la esencia de los artículos 395 que previene la tierra 

para los hombres que son primero originarios, después los que viven en el lugar 

; esto quiere decir darle a quien siempre fue dueño, otorgar tierras de pequeña 

extensión (pequeña propiedad) que están siendo recobradas para personas que 

quieran ir a sembrar productos tan escasos como son el arroz, la caña de azúcar, 
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trigo y algunos otros alimentos de acuerdo al concepto “uso mayor y sostenido 

de la tierra”. 

Para proyectar una ley de implementación de políticas de asentamientos 

rurales, a familiar colectivas como una finalidad de desarrollo productivo, 

necesariamente necesita un estudio de la normativa vigente, por lo que 

pasaremos a desarrollar los siguientes artículos; el artículo 396 de la CPE. Donde 

se establece el marco jurídico para  el acceso de tierras fiscales a indígena 

originario campesinos, comunidades interculturales originarias, afro bolivianos 

y comunidades campesinas que no la posean o que la posean 

insuficientemente, de acuerdo a una política estatal que atienda a las realidades 

ecológicas y geográficas  así como a las necesidades poblacionales, sociales, 

culturales y económicas. La dotación se realizara de acuerdo con las políticas 

de desarrollo rural sustentable y la titularidad de las mujeres al acceso 

distribución y redistribución de la tierra, sin discriminación por estado civil o unión 

conyugal. 

 Al describir indígena, originario, alude a un tipo de personas que habitan 

lo que hoy es conocido como el Estado Plurinacional de Bolivia que observando 

su pasado se intuye que sus antepasados  han debido vivir por tiempos que se 

conoce en la historia como antes de la colonización del imperio español 

La palabra campesino alude a personas que habitan en el campo sin 

ningún otro tipo de requisito aunque en nuestra vivencia, parece que nos 

referimos al mismo tipo de gente llamado indígena u originario. 

Recogiendo la intención del legislador en este artículo, lo que quiere dejar 

claro es que para que  la persona acceda a la tierra mediante dotación:  

1. Claramente se pueda discernir como originario (sus costumbres, su 

cultura)  

2. Una vivencia en común de acuerdo a su región donde se asientan, y 

3. Una necesidad (poblacional, social, cultural o económica). 



Ahora El articulo 402 inc. 1 de este cuerpo supremo señala la obligación 

del Estado de fomentar planes de asentamientos humanos para alcanzar una 

racional distribución demográfica y un mejor aprovechamiento de la tierra y los 

recursos naturales, otorgando a los nuevos asentados facilidades de acceso a la 

educación, salud, seguridad alimentaría y producción , etc. 

Haciendo el mismo ejercicio anterior existe  una obligación que el Estado 

se impone de  

1. Fomentar una  racional y mejor distribución y aprovechamiento de la 

tierra  

2. Accesoriamente otorgar facilidades (educación, salud, seguridad) para 

cumplir este cometido. 

Luego del análisis determinamos que surge la necesidad de proyectar 

políticas de desarrollo productivo, ya que en los últimos años se evidenció una 

carencia de alimentos, es por este motivo que se importo productos de primera 

necesidad, como azúcar, arroz y trigo, estos productos considerados de primera 

necesidad, no tuvieron la debida política pública de atención al productor es por 

eso que existió y existe aun esta baja política de incentivo a la producción, lo 

irónico es que tenemos demasiadas tierras de engorde, que no están 

debidamente saneadas y que son zonas potenciales de producción, es por eso 

que surge la necesidad de implementación de políticas de asentamientos rurales, 

a familiar colectivas como una finalidad de desarrollo productivo       

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

PROPUESTA  

CAPÍTULO IV 

PROPUESTA DE LEY DE IMPLEMENTACIÓN DE POLÍTICAS DE 
ASENTAMIENTOS RURALES, A FAMILIAR COLECTIVAS COMO UNA 

FINALIDAD DE DESARROLLO PRODUCTIVO. 

 

 
 

1.- DISEÑO DE  PROYECTO  

 
PROPUESTA DE LEY DE IMPLEMENTACIÓN DE POLÍTICAS DE 

ASENTAMIENTOS RURALES, A FAMILIAR COLECTIVAS COMO UNA 
FINALIDAD DE DESARROLLO PRODUCTIVO PRESIDENTE 

CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA 

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente 

Ley: 

 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL, 

DECRETA: 



LEY DE IMPLEMENTACIÓN DE POLÍTICAS DE ASENTAMIENTOS 

RURALES, A FAMILIAR COLECTIVAS COMO UNA FINALIDAD DE 

DESARROLLO PRODUCTIVO PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL 

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA 

 

TÍTULO PRIMERO 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES  

Artículo 1.- (Finalidad). La presente ley, tiene por finalidad la promoción 

económica productiva, a personas que carecen de propiedades y tengan la 

intención de la producción en base al desarrollo alternativo.  . 

ARTÍCULO 2.  (Objeto). Dado que Bolivia, tiene una aplica extensión territorial 

constituido en 1098 581 Km2, y que la población demográfica solo constituye un 

20% del espacio territorial, y el otro 80% se encuentra deshabitado.  

Surge la necesidad de repoblar estos territorios a fin de sentar soberanía  en 

lugares deshabitados, poblando con personas que se quieran dedicar 

íntegramente a la producción de alimentos, de primera necesidad, como política 

económica alimentaría nacional.  

CAPÍTULO II 

MINISTERIO DE POLÍTICA ECONÓMICA ALIMENTARÍA 
NACIONAL   

ARTÍCULO 3. La implementación del Ministerio de Política Alimentaría Nacional, 

tendrá competencia exclusiva sobre la implementación de políticas de 

asentamientos rurales, a familiar colectivas como una finalidad de desarrollo 

productivo. A través de programas de desarrollo productivo la efectivización los 

cuales están encargados de capacitar a los nuevos pobladores de las tierras  

.      CAPÍTULO III 



SESIÓN DE TIERRAS A PERSONAS AFECTADAS POR 
DESASTRES CON UNA FINALIDAD PRODUCTIVA  

ARTÍCULO 4. Dado que tendencia creciente de escasez a nivel mundial de 

algunos productos básicos alimentarios, este  comportamiento nos hace percibir 

sus repercusiones en nuestro país, como quedo demostrado en la ultima crisis 

alimentaría de algunos productos básicos en los primeros meses del 2011,  

nuestra indefensión a estos cambios globales nos deben llevan a ser sensatos y 

tomar medidas preventivas. 

La sesión de tierras a personas afectadas por desatres con una finalidad será 

efectiva personas a e quieran dedicar íntegramente a la producción de alimentos, 

de primera necesidad, como política económica alimentaría nacional.  

La prioridad de sesión de tierras será a personas afectadas por desastres 

naturales, como a comunidades indígenas originarias que decidan mayores 

oportunidades de vida y desarrollo alternativo, con un netamente productivo.    

DISPOSICIÓN FINAL. La presente norma se adecuara a las disposiciones 

emitidas por el presidente del Estado Plurinacional de Bolivia, conforme a la 

Constitución Política del Estado tomando en consideración los principios, valores 

y fines que sustentan al Estado. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

  

CAPÍTULO V 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES. 

1.- CONCLUSIONES.- 

El objeto de este trabajo no fue el de agotar una discusión, sino el de 

generar una nueva y obtener distintos puntos de vista sobre una práctica 

novedosa incorporada a la legislación ritual. Se intentó a lo largo del mismo, 

destacar algunos conceptos, tratando de resaltar las aristas más polémicas que 

la propia experiencia del procedimiento fue revelando. 

Si bien se consideró dentro de la investigación una alternativa de al 

desarrollo productivo, como política alimentaria a fin de solucionar el déficit 

alimenticio que existe en nuestro país debido a que el estado no incentiva 

adecuadamente al productor, es por eso que surgió la necesidad de proyectar 

mecanismos jurídicos que permitan incentivar al pequeño, mediano y pequeño 

productor agrícola a fin de garantizar la sostenibilidad de la producción  

En el presente trabajo o hemos visto que la urbanización de la población a 

nivel global y en nuestro país en particular se ha convertido en un proceso no sólo 



irreversible, sino creciente. El mismo tiene que ver con las políticas económicas y 

sociales que se viven en el contexto internacional como en el local. Uno de los 

factores determinantes del crecimiento urbano es sin duda la migración. Este 

hecho ha convertido a las ciudades en conglomerados humanos de personas de 

distintos orígenes económicos, sociales y culturales. En el caso de Bolivia, dada 

su diversidad cultural, las ciudades son espacios de convivencia de poblaciones 

de distintas culturas originarias entre sí y de estas con la cultura mestiza urbana. 

 

 

2.- RECOMENDACIONES. 

 Las recomendaciones están encaminadas a considerar el interés superior 

del salvaguardar la sostenibilidad de alimentos en la cadena productiva nacional 

a partir de políticas económicas serías destinada los al pequeño, mediano y 

pequeño productor agrícola a fin de garantizar la sostenibilidad de la producción 

Se recomienda que exista mayor coordinación entre los Instituto de 

reforma Agraria y LIDEMA, para que pulan discrepancias y trabajen por el bién 

del Estado para poder atender los problemas básicos que tiene el usuario de los 

parqueos públicos, incorporando a la Normativa Nacional  mecanismos de 

atención y protección a las personas que tengan una finalidad productiva. 

 

Establecer los fondos necesarios para la implementación de esta 

repartición dentro de la esfera Gubernamental, de la Ministerio de política 

económica alimentaría nacional, ya que con la incorporación de dicha Unidad 

mejorara y coadyuvara en las falencias institucionales que tiene el Estado, 

resguardando el pilar fundamental del estado como es la familia. 
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